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INTRODUCCIÓN 

 

Desde el año 2004, con la implantación de un nuevo sistema de procedimiento penal de 

tendencia acusatoria en Colombia, se ha observado como la figura del Ministerio Público 

ha representado una serie de dificultades en el desarrollo del modo adversarial que le es 

propio a este tipo de procedimiento. Esta situación ha ocasionado una serie de 

jurisprudencias contradictorias y de actuaciones procesales que generalmente rompen el 

equilibrio entre las partes. 

 

  En base a lo anterior, se da origen al presente estudio de carácter documental, que 

estima las razones de necesidad para la existencia del Ministerio Público, en el actual 

sistema procesal penal.  Un análisis que parte de la estructura del modelo penal acusatorio, 

su naturaleza, facultades y principios rectores que sustentan las actuaciones procesales de 

los intervinientes y que para su desarrollo metodológico, se hizo uso de la doctrina, la 

jurisprudencia y del derecho comparado, pudiendo identificar las características de otros 

sistemas procesales de corte acusatorio.  

 

 Inicialmente, en la presente investigación, se encuentra una amplia y nutrida 

caracterización del Ministerio Público en Colombia en el marco del sistema penal 

acusatorio, atendiendo su rol en materia penal, antes de la entrada en vigencia de la ley 906 

de 2004. En este primer capítulo se puede observar el papel que esta figura cumple en la 

etapa de indagación, en descubrimiento probatorio, en el juicio oral, así como su 

legitimación frente al fallo y su facultad para impugnar decisiones. 

 

 Se continua con un análisis comparado con el sistema angloamericano acusatorio, 

así como con el modelo continental europeo, finalizando con una aproximación a países 

latinoamericanos que en la actualidad se han sumado al procedimiento penal tipo 

adversarial. 
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 Finalmente se realiza un análisis jurisprudencial, que permite identificar las posturas 

de las Altas Cortes, especialmente del Órgano Constitucional, el cual se ha pronunciado en 

mayor cantidad de oportunidades sobre la funcionalidad de la figura del Ministerio Público 

y ha atendido las controversias que se han suscitado entorno a sus intervenciones.  

 

 El presente documento, revisa detenidamente cada detalle del rol del Ministerio 

Público en materia penal en Colombia, permitiendo observar las dificultades que se a partir 

de su participación y lo sui generis, de su figura ha implicado para el ejercicio asertivo de la 

actividad procesal penal en el país. 
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1. EL TITULO: EL MINISTERIO PÚBLICO Y SU NECESIDAD PARA EL 

SISTEMA PENAL ACUSATORIO COLOMBIANO. 

 

1.1 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA. 

 

La Constitución Política colombiana de 1991 instauró el Ministerio Público con la 

finalidad de salvaguardar los derechos humanos, para lo cual, entre otras funciones, facultó 

a la Procuraduría General de la Nación, como supremo director del Ministerio Público, a 

intervenir en los procesos judiciales que considerara necesario.  

 

Dentro de las responsabilidades destacadas del Ministerio Público, inscritas en la magna 

Carta Política del año 1991, está la “de Intervenir en los procesos y ante las autoridades 

judiciales o administrativas cuando sea necesario en defensa del orden jurídico, del 

patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales”, situación que desembocó 

a la postre en su participación a lo largo de todas las etapas del procedimiento penal:  

 

 

El Acto Legislativo 03 de 2002 confirmó esta competencia, y estableció que 

la Procuraduría continuaría cumpliendo las funciones contempladas la 

Constitución (art. 277) en las etapas de indagación, investigación y 

juzgamiento en el nuevo sistema penal acusatorio (Villadiego C. 2005) 

 

 En este contexto el Ministerio Público como parte de su rol de intervención en los 

procesos ha tenido la facultad de actuar en el procedimiento penal por sí mismo o a través 

de los personeros municipales y distritales, en calidad de dos cosas: “a) En defensa del 

orden jurídico, del patrimonio público y de los derechos fundamentales y; b) Como 

representante de la sociedad” (Decreto 484 de 2005). 

 

Ahora bien, la entrada en vigencia del sistema penal acusatorio en Colombia, para el 

juzgamiento de delitos cometidos a partir del 1° de enero de 2005, implicó una restauración 

para la tradición jurídico procesal en el país, creándose conceptos e instituciones totalmente 
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novedosas, tales como la creación del juez de control de garantías, el principio de 

oportunidad y en general la implantación de un nuevo esquema de procedimiento que 

propende por la celeridad en el juzgamiento de conductas punibles y cuyas características 

principales son similares a los postulados de un sistema  de tipo garantista. 

 

Para el Ministerio Público, representó una amplia participación a través de las 

Procuradurías Delegadas para la Casación Penal, las Procuradurías Delegadas para la 

Investigación y Juzgamiento Penal, la Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en 

Asuntos Penales, los Procuradores Judiciales en lo Penal, los Personeros Distritales y 

Municipales.  

 

Sin embargo no ha sido plausible la actividad ejercida por el Ministerio Público, 

frente a un sistema penal acusatorio totalmente novedoso para la tradición jurídica procesal 

colombiana, ya que presenta diversas contrariedades desde la óptica de otras grandes 

instituciones como la honorable Corte Suprema de Justicia: 

 

Cabe advertir, ab initio, que en este modelo de procesamiento penal, la 

presencia del Ministerio Público resulta asaz problemática, si se tienen en 

cuenta las particulares características que estructuran el sistema, así como 

los principios que lo rigen.
1
  

 

Dicha contrariedad subyace en la inscripción y alcances del Ministerio Público dentro del 

concepto de parte, de sujeto procesal, o de simple interviniente frente al panorama propio 

del procedimiento penal acusatorio; esta situación es palpable en la delimitación de sus 

funciones o en la definición de su alcances procesales, pues bien: 

 

Se advierte que en el sistema procesal acusatorio, por voluntad del órgano 

legislativo, el Ministerio Público no es  sujeto procesal, toda vez que esta 

categoría aparece normativamente reservada a la Fiscalía General de la 

Nación -en quien recae la obligación de adelantar el ejercicio de la acción 

                                                 
1
 Corte Suprema de Justicia,  Sala de Casación Penal 2011.  Magistrado Ponente: Dr. BUSTOS MARTÍNEZ, 

José Leónidas. Radicado: 30592 
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penal -, y a la defensa -esto es, el procesado y su defensor (…) Tampoco es 

un interviniente, dado que no persigue la definición de un interés particular
2
 

 

 

 Por lo cual el Ministerio Público, se distingue como un organismo propio reservado 

a desempeñar satisfactoriamente las finalidades asignadas por el constituyente en relación 

con las actuaciones judiciales, y capaz de ejercer una serie de facultades dentro del proceso 

penal que no son contempladas en ningún país con sistema penal de corte acusatorio, tales 

como la de solicitar condena o demandar absolución.  

 

 La problemática esencial radica en que dichas facultades desequilibran las cargas 

del proceso que se entiende de forma adversarial, es decir, una parte solicita absolución 

(defensa) otra parte solicita condena (fiscalía) un concepto de un tercero desequilibra las 

cargas y puede afectar la imparcialidad del juez. 

 

 Ante el anterior  y teniendo en claro la naturaleza del sistema en relación al respeto 

de derechos y garantías de los intervinientes, se evidencia que existe un representante del 

Ministerio Público, cuyo fin es ambiguo y la necesidad o razón de ser de su existencia en el 

sistema procesal colombiano es aún inexacta, máxime cuando sus funciones son tan 

amplias que puede ser en determinado momento acusador y en otros desarrollar el rol 

propio de la defensa. 

   

 Finalmente, frente a este panorama surge el cuestionamiento sobre la necesidad de 

la figura del Ministerio Público en el ordenamiento jurídico colombiano y preguntarse si 

debido a las facultades que le son inherentes a su naturaleza y a la de los demás 

intervinientes, se desarrolla en el país un sistema penal acusatorio, o por el contrario, 

desnaturaliza el sistema creándose una figura sui generis en el procedimiento penal. 

 

                                                 
2
 Ibíd.  
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Lo anterior lleva al planteamiento del siguiente interrogante: ¿Cuáles son las razones 

de necesidad para la existencia del Ministerio Público en los procesos penales bajo el nuevo 

sistema penal acusatorio en Colombia? 

 

1.2 OBJETIVOS. 

 

1.2.1 Objetivo General. 

 

 Determinar y analizar las razones de necesidad para la existencia del Ministerio 

Público en los procesos penales bajo el nuevo sistema penal acusatorio en Colombia. 

 

1.2.2 Objetivos Específicos. 

 

 Caracterizar las funciones del Ministerio Público en Colombia en el marco del 

sistema penal acusatorio. 

 

 Comparar la existencia de entidades o instituciones con funciones del Ministerio 

Público en otras legislaciones a partir de un estudio comparado. 

 

 Analizar el marco jurisprudencial en Colombia acerca de los objetivos, 

funciones y acciones del Ministerio Público frente a los procesos penales en el  

nuevo sistema penal acusatorio en Colombia.  

 

1.3 JUSTIFICACIÓN.  

 

 La instauración del Sistema Penal Acusatorio Colombiano implementado en virtud 

del acto Legislativo 003 de 2004, ha implicado una serie de modificaciones de la 

concepción del enjuiciamiento penal, en donde se supera el modelo de tendencia  escritural 

y se rinde culto al enjuiciamiento adversarial. 
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 Por mandato de la legislación colombiana el Ministerio Público, está llamado a 

intervenir en los procesos penales cuando sea necesario en “defensa del orden jurídico, del 

patrimonio público o de los derechos y garantías fundamentales”, y  confiere al Procurador 

General de la Nación o a sus delegados la facultad de constituir agencias especiales en los 

procesos de significativa y relevante importancia de acuerdo con los criterios diseñados por 

su despacho. (Ley 906 de 2004, art. 109). 

 

 Ante lo anterior, y teniendo claro que el sistema penal acusatorio en Colombia, 

desarrolla la teoría garantista, es viable el cuestionamiento sobre la existencia de uno de los 

intervinientes en la dinámica procesal, cuya labora primordial es “velar por el 

cumplimiento de derechos y garantías de los demás intervinientes y la representación de la 

sociedad en el proceso”, (Ley 906 de 2004, art. 111),  situación que también es obligatoria 

para los demás sujetos procesales quienes a su vez cuentan con un juez veedor de las 

mismas circunstancias. 

 

 En el panorama de enjuiciamiento penal de tendencia acusatoria, como se le ha 

denominado al proceso penal colombiano, se destaca la existencia de ciertas instituciones 

que, haciendo un sondeo comparativo con otros sistemas procesales de tendencia 

adversarial, evidencian que son sui generis, por lo cual no se recrea su naturaleza otra 

legislaciones, ni en sus formas, facultades o uso, lo cual conlleva al planteamiento sobre si 

su presencia desarrolla el sistema de enjuiciamiento penal colombiano o por el contrario no 

resulta necesaria su existencia.  

 

 La presente investigación ha tenido como razón primigenia determinar las razones 

de necesidad para la existencia del Ministerio Público en los procesos penales bajo el nuevo 

sistema penal acusatorio estableciendo si las instituciones del sistema procesal penal 

colombiano tienen un fin que desarrolle lo que se entiende por sistema penal con tendencia 

acusatoria, o de corte adversarial, así mismo se pretende identificar a su vez las 

características de cada uno de los intervinientes en la dinámica procesal penal colombiana 

así como su razón de ser frente al sistema mismo.  
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 Adicionalmente, se pretende verificar si la existencia del Ministerio Público 

obedece a criterios de necesidad y sí su presencia al interior del proceso penal desarrolla los 

postulados propios del sistema penal acusatorio o determinar si su presencia, teniendo en 

cuenta las facultades que ejerce, es innecesaria y desnaturaliza lo que se conoce como 

sistema adversarial. 

 

 Lo anterior hace evidente la importancia de desarrollar un documento crítico que, en 

principio, resalte cual es la razón de ser de la existencia del Ministerio Público en el sistema 

penal acusatorio en Colombia y que permita, frente al estudio de diferentes legislaciones, 

determinar las razones de necesidad de dicha figura en el país. 

 

 Finalmente es válido resaltar que son reducidos los estudios sobre la naturaleza y 

necesidad de dicha institución, por lo que la presente investigación contribuirá 

notablemente en la determinación de las características del sistema de enjuiciamiento Penal 

Colombiano frente a legislaciones que han adoptado este tipo de enjuiciamiento.  

 

1.4 METODOLOGIA 

 

1.4.1 Tipo de investigación 

 

 La presente Investigación es de tipo socio -jurídica ya que se investigará sobre un 

conjunto de normas determinadas del Derecho, como lo indica Giraldo (2006): 

 

 La Investigación Socio-jurídica, es el conjunto de supuestos 

epistemológicos e instrumentos metodológicos que se deben utilizar para 

formular el Derecho, a partir de una concepción fáctica del mismo”, De 

igual manera, es de considerar lo manifestado por el mismo autor “Siendo 

el método en la Investigación Socio jurídica el instrumento adecuado para 

construir el Derecho, él tiene que adecuarse a las características ontológicas 

de éste”.  
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 Ahora bien, en la investigación Socio jurídica se distinguen tres etapas: a) La 

formulación del fin político del sistema normativo correspondiente; b) La problemática 

social que se pretende superar con el fin político; y c) Las hipótesis normativas 

encaminadas a alcanzar el fin. 

 

 De esta manera, la investigación aquí planteada analizará la normatividad 

concordante con los fenómenos sociales que se perciben alrededor de las actuaciones del 

Ministerio Público en el sistema penal acusatorio en Colombia, determinando las razones 

de necesidad del mismo, a fin de proponer una eventual reforma del ordenamiento jurídico 

correspondiente. 

 

1.4.2 Método de investigación. 

 

 El método utilizado en la investigación es el método inductivo por cuanto se partió 

de lo particular a lo general; pues se realizó un análisis normativo y documental con 

aplicación de la hermenéutica respecto de la aplicación de la ley 906 de 2004, en torno a la 

participación del Ministerio Público en el procedimiento penal colombiano y considerando 

que el Derecho es una ciencia de la cultura, se aplicó el método que le es propio.  

 

1.4.3 Instrumentos y análisis de la información 

 

Para el desarrollo del presente estudio se efectúo una completa revisión documental, 

jurisprudencial y doctrinaria, respecto de la figura del Ministerio  Público en Colombia y 

sus símiles en el mundo. Sobre este tipo de estrategias académicas en los proceso de 

investigación se ha descrito que: 

 

El análisis documental es una forma de investigación técnica, un conjunto 

de operaciones intelectuales, que buscan describir y representar los 

documentos de forma unificada sistemática para facilitar su recuperación. 

Comprende el procesamiento analítico- sintético que, a su vez, incluye la 
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descripción bibliográfica y general de la fuente, la clasificación, indización, 

anotación, extracción, traducción y la confección de reseñas (Giraldo 2006). 

 

 

Por lo cual el presente documento se ha sustentado en fuentes confiables para la recolección 

de la información y la compilación de textos oficiales sobre el procedimiento penal en 

Colombia, algunos de ellos son: 

 

 Constitución Política de Colombia. 

 Ley 600 de 2000. 

 Ley 906 de 2004. 

 Jurisprudencia Corte Constitucional. 

 Jurisprudencia Corte Suprema de Justicia. 

 Textos Jurídicos Fiscalía General de la Nación. 

 Informes Procuraduría Nacional. 

 Doctrina. 

 Artículos Científicos de Revistas Indexadas.  
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2. MARCO TEORICO 

 

2.1 ANTECEDENTES INVESTIGATIVOS 

 

2.1.1 Internacional. 

 

 BAYTELMAN, Andrés y DUCE, Mauricio. Litigación Penal, Juicio Oral y Prueba. 

Editorial Ibáñez, (2007). Este trabajo constituye un aporte importante al adiestramiento de 

las partes en el sistema penal acusatorio frente a las diferentes intervenciones, como son la 

alegación inicial, el examen, contra examen e interrogatorios a testigos, presentación de 

elementos materiales probatorios y en general la práctica de pruebas, como también la 

alegación final.  La relevancia para el presente trabajo radica en la explicación panorámica 

que hacen los autores sobre el sistema procesal penal chileno en donde se resalta que el 

Ministerio Público es quien adelanta la persecución penal, rol sustancialmente diferente al 

asignado a este interviniente en el sistema procesal colombiano. 

  

 CHIESA APONTE, Ernesto. Derecho Procesal Penal de  Puerto Rico y Estados 

Unidos., tomos I, II y III, Editorial Fórum (1995). En este trabajo el autor reseña las 

características principales del sistema procesal vigente en los Estados Unidos y Puerto 

Rico, su relevancia académica para con el presente trabajo radica en la importancia para el 

estudio comparado de las instituciones propias de estos sistemas procedimentales frente al 

adoptado en Colombia mediante la Ley 906 de 2004. Pese a que el órgano constituyente 

comprendió perfectamente que se trataba de una figura ajena por completo a un sistema 

procesal de tipo acusatorio, por eso, quizás, en las actas de discusión del proyecto que 

finalmente habría de convertirse en la ley que le dio desarrollo al modelo, se observa cómo 

desde un comienzo surgieron divergencias en relación con el rol del Ministerio Público y 

sus funciones en el nuevo modelo de procesamiento penal, pues se discutía su inscripción 

dentro del concepto de parte, de sujeto procesal, o de simple interviniente, dilema que no 

tuvo cabida en el anterior modelo, según ha sido visto. 
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 SÁNCHEZ VELARDE, Pablo; Ministerio Público y el proceso penal en las 

sentencias del Tribunal Constitucional, Perú. (2009). En este documento el autor analiza la 

figura del Ministerio Público a la luz de la reforma del derecho penal y del derecho procesal 

en el Perú. Comprende la investigación consideraciones sobre los principios que orientan la 

actividad fiscal en el proceso penal, así como la independencia y autonomía de la 

institución. El autor examina el principio de legalidad en la función constitucional del 

Ministerio Público, el debido proceso y tutela así como el principio de interdicción de la 

arbitrariedad. Finalmente observa al Ministerio Público en la investigación preliminar del 

delito y la función fiscal en la etapa intermedia.  

 

 La importancia de dicho estudio realizado por Sánchez P., al presente documento 

radica en el diagnóstico que se realiza a la figura del Ministerio Público y las 

contrariedades que se presentan con el Fiscal, en el ejercicio de la acción penal; menciona 

el autor que el principio del debido proceso, los derechos del imputado, el derecho a 

castigar del Estado o ius puniendi y la titularidad en el ejercicio de la acción penal a cargo 

del Ministerio Público, pueden encontrarse entre sí en situación de conflicto; y, si bien 

normalmente son resueltos en sede fiscal o jurisdiccional, su resolución pueden llegar a ser 

de conocimiento del Tribunal Constitucional. Ahora bien,  el espacio donde se presentan 

dichos conflictos es el proceso penal, específicamente en la investigación preliminar o 

policial. Esto ha motivado la formulación de acciones de garantía y diversos 

pronunciamientos del Tribunal Constitucional en ámbitos que, por un lado, permiten 

reforzar las posiciones doctrinarias ya admitidas; y, por otro, introducir determinados 

criterios igualmente doctrinarios, pero que merecen mayor análisis o que no son de pasiva 

recepción.  

 

 La autonomía del Ministerio Público, es el temario que se constituye como 

precedente de la actual investigación en aras de construir un estudio comparado y que 

Sánchez P., relaciona de la siguiente manera:  
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Si bien la Constitución, en su artículo 158, reconoce al Ministerio Público como 

órgano autónomo, es obvio que tal autonomía solo puede tener su correlato en la 

realidad si es que se garantiza también su independencia. Tal independencia y 

autonomía, por tanto, deben ser entendidas desde dos perspectivas. En primer lugar, 

considerando al Ministerio Público como un órgano constitucional independiente 

frente a las injerencias de los demás poderes y órganos del Estado, así como de los 

poderes privados. En segundo lugar, su autonomía ha de ser entendida en relación 

con cada uno de los fiscales en tanto representantes de su institución, cualquiera que 

sea su grado en razón de las facultades previstas y delimitadas en la Constitución y 

en la ley. 

 

2.1.2 Nacional 

 

 FERNANDEZ LEON, Whanda. Procedimiento Penal Acusatorio y Oral Volumen 

II, Segunda Edición (2010). En este completo trabajo se hace un estudio sobre las 

instituciones propias del sistema procesal penal colombiano, y de otras legislaciones, 

desarrollando un estudio acucioso sobre las instituciones y los roles propios de los sujetos 

del sistema procesal penal, cuya relevancia para el presente trabajo radica en la justificación 

y explicación sobre los roles y límites de las partes e intervinientes en el proceso acusatorio 

colombiano. De acuerdo con lo anterior se advierte que en el sistema procesal acusatorio, 

por voluntad del órgano legislativo, el Ministerio Público no es sujeto procesal, toda vez 

que esta categoría aparece normativamente reservada a la Fiscalía General de la Nación en 

quien recae la obligación de adelantar el ejercicio de la acción penal, y a la defensa esto es, 

el procesado y su defensor.  

 

 FERRAJOLI, Luigi. DERECHO Y RAZON. Teoría del Garantismo. Editorial 

Trotta, novena edición (2009). En este documento se aprecia el estudio que hace el autor 

frente a los diferentes sistemas de enjuiciamiento Penal, en donde se establecen las bases 

del sistema procesal penal, resaltando que, frente al sistema procesal penal adoptado en 

Colombia, mediante el acto legislativo 003 de 2002, (Ley 906 de 2004), los valores y 

principios axiológicos del procedimiento moderno se encuentran desarrollados en este 

nuevo ordenamiento Procesal Penal Colombiano. 
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  En relación con la primera categoría de funciones  el autor señala que el garante de 

los derechos humanos y de los derechos fundamentales, es decir el Ministerio Público le 

corresponde, entre otras, las de ejercer vigilancia sobre las actuaciones de la policía judicial 

que puedan afectar garantías fundamentales.  

 

 En tal medida, es necesario según concluye una alta gama de facultades  justifican la 

participación del Ministerio Público en las actividades investigativas de la Policía Judicial, 

sea que hayan sido autónomamente dispuestas u ordenadas por la Fiscalía o un Juez de 

Garantías, es lo cierto que por fuera del derecho que le asiste a que se le informe y se le cite 

oportunamente a la práctica de las audiencias y diligencias, no tiene o sólo puede lograrlo 

en las oportunidades y condiciones procesalmente establecidas, a las cuales debe sujetarse, 

pues lo contrario implicaría suponer que goza de privilegios frente a la fiscalía, la defensa o 

las víctimas, lo cual repugna a la idea de proceso equilibrado, con igualdad de armas entre 

acusación y defensa. 

 

 FIERRO, Heliodoro. Derecho Procesal Penal, Tomos I y II, Editorial Leyer 2008. 

En este trabajo el autor desarrolla un estudio histórico de los sistemas de enjuiciamiento, su 

relevancia para la presente investigación radica en la relación histórica de los diferentes 

modelos de enjuiciamiento penal que ha tenido Colombia y en especial el estudio 

comparado que realiza frente a diferentes sistemas procesales con tendencia acusatoria, así 

como la especificación de cada una de las estructuras e instituciones que comprende el 

sistema procesal penal. 

 

 FIERRRO, Heliodoro. Control de Garantías del Proceso Penal Acusatorio, acorde 

con la Ley 1142 de 2007. En esta obra el autor señala las garantías y derechos 

fundamentales que consagra el sistema penal acusatorio colombiano y como se sustentan 

las diferentes instituciones y etapas procesales frente a la dinámica del procedimiento. 

 

 RICO, José María. Justicia penal y transición democrática en América Latina. Siglo 

XXI editores, (1997). El autor realiza un recorrido sobre los procesos penales en el contexto 



21 

 

latinoamericano, el derecho y la administración de justicia en los países. Para el desarrollo 

del presente temario, es importante las referencias que el investigador realiza sobre el 

Ministerio Público y sus funciones específicas en los diferentes sistemas judiciales; 

menciona el autor las dificultades del proceso en cuanto a las atribuciones administrativas 

que le son dadas en algunos procesos, además de las netamente judiciales, adicionalmente 

el marco de la estructura general de la figura del Ministerio Público en cada Estado 

latinoamericano lo cual da bases para la realización del estudio comparado que se 

desarrollará en un acápite posterior en esta investigación. 

 

 

2.2 ANTECEDENTES HISTÓRICOS. 

 

Continuando con la línea investigativa propuesta en el presente documento, es 

necesario desarrollar un recorrido histórico sobre los orígenes del Ministerio Público, su  

nacimiento legislativo, así como exponer el contexto político colombiano que dio origen a 

dicha figura y los principios rectores que lo soportan en la actualidad.  

 

Pues bien, el Ministerio Público, conforme a los lineamientos constitucionales y 

legales actuales, está constituido como un organismo de control encabezado por el 

Procurador General de la Nación, conforme lo establecen los artículos 275 y siguientes de 

la Constitución Política colombiana, pero su concepción y naturaleza ha tenido una 

evolución peculiar en el ordenamiento jurídico interno, especialmente por su rol en materia 

penal, frente al sistema acusatorio adoptado mediante el acto legislativo 03 de 2004;  el 

Ministerio Público está definido como: “Un órgano de control autónomo e independiente, 

que ejerce funciones relacionadas con la guarda y promoción de los derechos humanos, la 

protección del interés colectivo y la vigilancia de la conducta oficial de quienes 

desempeñan funciones públicas”. 

 

El antecedente histórico más remoto de la figura del Procurador, se encuentra en el 

reglamento provisional para el establecimiento del poder judicial, expedido por el Congreso 
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de Angostura, el 25 de febrero de 1819, aunque según Fierro H. (2008) pg 815, “su 

introducción constitucional se evidenció en la Carta de 1830  ya que no fue tenido en 

cuenta este decreto por los constituyentes en 1821” Cortés G., (2003) Pg 14. 

 

 Sin embargo, en el periodo comprendido de 1821 hasta la institucionalización 

constitucional en la Carta de 1830, las funciones que pueden considerarse como atribuidas 

posteriormente al Ministerio Público, las ejercían los fiscales de la Alta Corte de Justicia, 

quienes obligatoriamente emitían concepto en las causas criminales, de hacienda pública y 

civiles así como la participación, con los magistrados, en las decisiones de empate (Ley 14 

de 1821). 

 

De acuerdo a la compilación realizada por Cortés G., “la institucionalización del 

Ministerio Público, dio a lugar en la Constitución de 1830, expedida el 29 de abril de ese 

año, en virtud del artículo 100 de dicha Carta”; en dicha Carta Política, se crea la figura del 

Procurador como agente del poder ejecutivo, con atribuciones para defender a la nación 

ante los tribunales y juzgados, así como velar por el cumplimiento y observancia de la ley; 

estaba conformado por el Procurador General, los Procuradores Generales de los 

departamentos, los síndicos personeros y los agentes de Policía (2003, p.16). 

 

A pesar de la implementación constitucional de la carta de 1830, señala Cortés G., 

(2003) Pg. 16“el Ministerio Público dejó de ser una figura constitucional a partir de 1832 

ya que las cartas fundamentales del Estado de Nueva Granada, de ese año, y la Carta de 

1843, de la República de Nueva Granada, no lo contemplaron” por lo cual las funciones 

específicas del Ministerio Público fueron asumidas por los Fiscales de la Suprema Corte y 

los Fiscales de los tribunales de distrito y agentes fiscales. 

 

Cortés G. Pg. 17, (2003) señala que para el año 1853 “vuelve a institucionalizarse 

constitucionalmente la figura del Ministerio Público y del Procurador General, con la 

Constitución Política de la Nueva Granada de ese año”, en donde se le encarga a este ente 



23 

 

la función de defender los intereses del estado, ejercer vigilancia sobre la Rama Judicial, 

dirigir la labor de los fiscales entre otras, y en especial la defensa de la Constitución.  

En dicha carta política se disponía que el Procurador General y los fiscales de los 

tribunales fuesen designados por elección popular en atención a su carácter de 

representantes de la sociedad, a que en ella reside el poder de vigilancia de la actividad 

estatal, “sin embargo éste sistema fue abolido debido a los inconvenientes que presentó su 

aplicación” (Pasout G., 1983). 

 

En la constitución de 1863, conocida como Constitución de Rionegro, se regula la 

conformación y las funciones del Ministerio Público estableciéndose que éste estaba 

conformado por la cámara de representantes, por un procurador denominado Procurador 

General de la Nación y por las demás autoridades que regulara la ley
3
, teniendo, entre otras, 

las funciones de velar por el desempeño de los funcionarios de la Unión y ejercer la 

acusación ante el senado a la Corte Suprema Federal y a los funcionarios juzgados por esta 

corporación. 

 

En 1886 se crea la Constitución que más ha perdurado en Colombia y en ella se 

estableció que el Ministerio Público sería ejercido por un procurador General de la Nación, 

por los fiscales de los tribunales superiores de distrito y por los demás fiscales y 

funcionarios que determinara la ley, todo lo anterior bajo la coordinación del Gobierno. 

 

Según Fierro H. (2008) en la Carta política de 1886, “El Ministerio Público se 

encontraba bajo la dirección del gobierno, pero solo en lo atinente al direccionamiento 

político ya que las facultades jerárquicas, funcional y disciplinaria radicaban 

exclusivamente en el Procurador”
4
, entendiéndose esté órgano como auxiliar de la Justicia 

y representante de los intereses legítimos de la sociedad cuyas funciones principales fueron: 

                                                 
3
 Voces del artículo 73 de la Constitución de 1863. 

4
 Sentencia de fecha 14 de septiembre de 1971, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, citada 

por FIERRRO, H., (2008). Pg. 819. 
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“perseguir los delitos y contravenciones, procurar la defensa de personas acusadas sin justa 

causa, velar por la fiel y exacta observancia de las leyes y buscar la indemnización de 

perjuicios” (Fernández W., 2010). Pg. 391 

 

De acuerdo a la Ley 61 de 1886,  el Ministerio Público y su  desenvolvimiento en el 

proceso penal es ejercido por el Procurador General, los fiscales de tribunales, de juzgados 

y por los personeros, “teniendo que para el cabal cumplimiento de sus deberes, la facultad 

de demandar la práctica de pruebas ante los Jueces de instrucción criminal como a los 

superiores y de circuito e intervenía en ellas” (Fernández  W., 2010) Pg. 393.  Asimismo 

emitía conceptos no vinculantes, al igual que en las funciones actuales en donde como 

representante de la sociedad en el proceso penal, puede demandar la condena o absolución 

pero su concepción no ata al juez de conocimiento. En otras palabas, la intervención del 

Ministerio Público anterior a 1991, era activa en el proceso, pero no decisoria ni obligante. 

 

Pese a lo anterior, solo en la presidencia de Alfonso López Pumarejo es que el 

Ministerio Público en Colombia adquiere mayor relevancia ya que es reestructurado y 

dotado de más dependencias administrativas como la Dirección de Negocios 

Administrativos y Constitucionales, Sección de Vigilancia Administrativa y Estadística, 

Sección de Negocios Civiles y Sección de Negocios Penales y de Orden Social y se crearon 

los procuradores Delegados en lo Civil y en lo Penal. 

 

Dos nuevas reformas constitucionales, de 1945 y 1947,  dan un impulso a la figura 

del procurador y de los fiscales, el procurador pasa a ser elegido por la cámara de terna 

enviada por el primer mandatario, al mismo tiempo los agentes del Ministerio Público 

adquieren la misma categoría, remuneración, privilegios y prestaciones que los magistrados 

y jueces ante quienes ejercerían el cargo.  

 

Según Cortés G., (2003) pg. 16 “en 1964 se crean los procuradores de distrito, 

encargados de que en las regiones del país existiese una agencia del Ministerio público, 
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vigilante de los fiscales y de la justicia y encargada de las demás funciones del Ministerio 

Público, dentro de cada jurisdicción.”  

 

Con el decreto extraordinario 01 de 1984, por el cual se reforma el Código 

Contencioso Administrativo, se establecieron los deberes y facultades del Ministerio 

Público, correspondiéndoles a sus agentes  velar por el ejercicio y efectividad del derecho 

de petición como lo señala el artículo 75 de dicho decreto: 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 143 de la Constitución 

Política, corresponderá a los funcionarios del Ministerio Público velar por 

el ejercicio y la efectividad del derecho de petición. Los personeros 

municipales, como agentes del Ministerio Público, tendrán a su cargo: 1. 

Instruir debidamente a toda persona que, por manifestación propia, desee o 

deba formular alguna petición. 2. Escribir la petición de que se trate, si la 

persona no pudiere hacerlo por sí misma y ello fuere necesario, 

comprobando en este caso que se cumplan las formalidades previstas en 

este código. 3. Recibir y hacer tramitar las peticiones o recursos que las 

autoridades, por cualquier motivo, no hayan querido recibir. 4. Aplicar 

medidas disciplinarias o solicitar su aplicación al que sea competente, a los 

funcionarios que, sin causa justificada, dificulten o hagan ineficaz el 

ejercicio del derecho de petición o incurran en las conductas previstas en el 

artículo siguiente. 5. Vigilar en forma constante y directa los sistemas para 

el cobro de las tarifas de los servicios públicos, y asegurar que los reclamos 

y recursos se tramiten en forma rápida y legal. Lo dispuesto en este artículo 

se entenderá sin perjuicio de las facultades y deberes constitucionales y 

legales del Procurador General de la Nación, los procuradores regionales o 

distritales, los fiscales de los tribunales y juzgados superiores y demás 

funcionarios del Ministerio Público, los cuales deberán cooperar al 

cumplimiento de lo previsto en este código y aplicar de oficio o a petición 

de parte, medidas disciplinarias a los funcionarios o empleados que les 

estén sometidos y que, sin causa justificada, dificulten o hagan ineficaz el 

ejercicio del derecho de petición. 

 

La ley 4ª de 1990, publicada en el diario oficial el 5 de enero de ese año, fortalece 

las funciones de las procuradurías regionales y seccionales que asumen, por competencia, la 

denominación de departamentales, intendenciales, comisariales y provinciales (Cortés G., 

2003). 
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Esta ley introduce herramientas más eficaces para la defensa de los derechos e 

intereses de la nación, pues crea la procuraduría delegada en lo Civil que a su vez es 

conformada por las secciones de asuntos civiles, laborales y administrativos y de vigilancia 

de tribunales de arbitramento. (Artículo 1 de la ley 4 de 1990). 

 

Lo anterior evidencia el panorama jurídico del Ministerio Público previa la entrada 

en vigencia de la Constitución política de 1991, el estudio de su regulación posterior e 

importancia Constitucional y legal será tratado en capítulos posteriores.   

 

2.3 EL PROCESO PENAL ACUSATORIO Y EL ROL DEL MINISTERIO 

PÚBLICO. 

 

 La nueva estructura del proceso penal adoptada por el Acto Legislativo 03 de 2002, 

por medio del cual se modificó el artículo 250 de la Constitución Política, desarrollado por 

la Ley 906 de 2004, la que a su vez fue reformada por la Ley 1142 de 2007, configuración 

normativa mediante la cual el constituyente derivado adoptó un sistema de enjuiciamiento 

acusatorio, requiere un cuidadoso estudio por los operadores jurídicos, en especial por parte 

de los fiscales según señala Avella P., (2007) y por todos los participantes, actores y 

observadores del sistema acusatorio en el país. 

  

 El proceso penal en Colombia ha cursado por diversos sistemas de enjuiciamiento, 

que por sus características principales se han clasificado básicamente en dos modelos: el 

sistema acusatorio y el sistema inquisitivo. De este último puede señalarse que ha sido 

adoptado por Estados “de condiciones antidemocráticas, dictatoriales y despóticas, que 

utilizaron el sistema penal como herramienta para la perpetuación del poder, matizado 

esencialmente por la circunstancia de ser el ente encargado de investigar las conductas 

delictivas, el mismo que ejercía las funciones de acusación, de juzgamiento, de imposición 

de la pena y su ejecución (…)”, así lo señala Avella P., (2007) Pg 29. 
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 Dentro de sus máximas se encuentra la defensa de la escrituralidad, el secreto, la 

permanencia de la prueba y entre éstas la de confesión lograda mediante la tortura, en los 

famosos juicios de Dios, contrario, al sistema acusatorio que es observado en estados 

democráticos, y “de su condición esencial es el hecho de que la acusación es función 

perfectamente diferenciada de la de juzgamiento, y que la defensa tiene reales posibilidades 

de hacer efectivas sus aspiraciones”, así lo menciona Roxin C., (2004). 

 

 La estructura principal del sistema acusatorio se consagra en la separación de las 

funciones de acusación y juzgamiento, la oralidad, la publicidad, la realización de la prueba 

en juicio y la imparcialidad del juez, por lo cual se entiende como un sistema adversarial, 

donde las partes,  Fiscalía y defensa, se enfrentan en igualdad de oportunidades ante 

un juez, quien, con base en las pruebas y argumentos, decide si condena o absuelve. Así 

mismo aparece plausible la participación del Ministerio Público y la víctima: “el primero en 

aras de salvaguardar el orden jurídico y la segunda para que se le garanticen la verdad, 

la justicia y la reparación” (Herrera L., 2011). 

 

 Con la entrada en vigencia de la Carta Política de 1991, se introdujeron incipientes 

sistemas procesales con tendencia acusatoria hasta concluir finalmente con la modificación 

sustancial que se llevó a cabo a través del Acto Legislativo 03 de 2002, desarrollado por la 

Ley 906 de 2004 que contiene el nuevo código de procedimiento penal, adoptándose un 

sistema con preferente adscripción acusatoria, como se observa en la Gráfica 1.  

 

 Este modelo que fuere resultado de “reflexiones serenas de quienes integraron la 

Comisión Constitucional y de muchos servidores de la Rama Judicial, integrantes de la 

academia, profesionales de derecho y gremios en general,” tiene como fundamento 

constitucional, los artículos 29 y 250.  

El artículo 29 contempla el derecho de todo ciudadano a un proceso “público sin dilaciones 

injustificadas, así como a presentar pruebas y a controvertir las que allegue en su contra”; el 

artículo 250 dispone que: 
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 La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 

acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 

características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de 

denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 

suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible 

existencia del mismo. No podrá en consecuencia, suspender, interrumpir, ni 

renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley 

para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco 

de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de 

legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de garantías. 

 

 Del mismo modo, se sustenta en la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana 

de Derechos Humanos, contentivos de normas superiores relativas a los principios de 

publicidad, oralidad, celeridad, inmediación y contradicción propias del sistema acusatorio. 
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Figura 1. Estructura del proceso penal.

Fuente: Fiscalía General de la Nación (2007). 

 

 

2.4 NATURALEZA DEL MINISTERIO PÚBLICO EN EL PROCESO PENAL 

ACUSATORIO 

 

 A la luz de la Constitución de 1991, el Ministerio Público continúa ejerciendo su 

labor como órgano de control encabezado por el Procurador General de la Nación, pero se 

desliga de la limitante existente en la constitución anterior, referente a que quien enmarca 
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las directrices de este órgano de control fuese el ejecutivo; esto permite que la función de 

este ente sea más neutral evitando depender de quien debe controlar, Fierro H. pg 820. 

(2008) afirma que “es un contrasentido jurídico pretender que el Presidente de la República 

tenga injerencia en el seno del Ministerio Público, por que niega la independencia funcional 

de los órganos del estado – en este caso uno de los de control”, situación que evidenció el 

constituyente tal y como lo establece la norma de 1991. 

 

El Ministerio Público está integrado por el Procurador General de la Nación, 

agentes del ministerio Público y por la Defensoría Pública, cada uno de sus integrantes 

cuenta con funciones claramente definidas en la ley y frente a su papel en el sistema de 

enjuiciamiento penal se destaca las funciones coordinadas a efectos de velar por el 

cumplimiento de la ley y el respeto de los derechos y garantías de los intervinientes en las 

actuaciones. 

En la actual Carta Política se vincula a los personeros municipales a la estructura del 

Ministerio Público, lo que permite su presencia en todos los municipios del país y garantiza 

la representación de la sociedad en las actuaciones judiciales creándose, también, como 

parte integrante la Defensoría del Pueblo, entidad encargada de la vigilancia y 

cumplimiento de los derechos Humanos. 

 

Otro aspecto de gran relevancia, a la luz de la nueva Constitución Política de 

Colombia (Artículo 277, 1991), es la facultad preferentemente disciplinaria que le asiste a 

la procuraduría, y la posibilidad de “exhortar al Congreso para que expida las leyes que 

aseguren la promoción, el ejercicio y la protección de los derechos humanos, y exigir su 

cumplimiento a las autoridades competentes” (Constitución Política de Colombia, Artículo 

278, numeral 4, 1991). 

 

En 1995 se promulga la ley 201, la cual, frente a los lineamientos constitucionales,  

imprime naturaleza jurídica a la Procuraduría General de la Nación como máximo 

representante del Ministerio Público, con autonomía administrativa, financiera, 

presupuestal y técnica para el ejercicio de sus funciones de control (Cortés G., 2003 p.19). 
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Se crea el Instituto de Estudios del Ministerio Público, entidad de carácter 

académico con la función de asistir al procurador en el desarrollo de programas de 

capacitación orientados en mejorar la calidad de los integrantes de la procuraduría a efectos 

de mejorar el servicio que presta. 

 

 En el año 2000 se promulga el decreto 262, por medio del cual se regula  la 

elección del Procurador general de la Nación, el régimen de inhabilidades e 

incompatibilidades y se establece la estructura orgánica de la Procuraduría General de la 

Nación junto con las funciones de cada dependencia. 

 

Los cambios principales que trajo este decreto son: la función preventiva, 

disciplinaria de derechos humanos y de intervención judicial, anteriormente asignada a cada 

una de las dependencias de la procuraduría, y  faculta al procurador para distribuir éstas 

funciones entre las procuradurías delegadas y territoriales, se tiene  la facultad de señalar 

las directrices, criterios y políticas a la Defensoría del Pueblo y para solicitar a la Corte 

Constitucional la revisión de fallos de tutela, la función de asesoría al Procurador es 

ejercida, ahora, por los procuradores delegados de las oficinas asesoras y del grupo de 

asesores grado 25. Además de las funciones de intervención judicial los procuradores 

tienen funciones preventivas y de control de gestión, disciplinarias y de defensa de 

derechos humanos.  

 

Como bien es señalado por el Honorable Magistrado de la Sala Penal de la Corte 

Suprema de Justicia, Dr. Bustos J., En materia penal La facultad de intervención del 

Ministerio Público encuentra fundamento en el artículo 277.7 de la Constitución Nacional, 

que de manera expresa le asigna al Procurador General de la Nación la función de 

“intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales y administrativas, cuando sea 

necesario en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos o 

garantías fundamentales”, por sí o por medio de sus delegados y agentes, quedando 

circunscrita su participación al cumplimiento de estos específicos objetivos, tanto en el 

marco de la Ley 600 de 2000, como en el de la Ley 906 de 2004; 
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 El artículo 122 de la Ley 600 de 2000, que fija las pautas de intervención del 

Ministerio Público en el proceso penal, dice:  

 

El Ministerio Público actuará dentro del proceso penal en defensa del orden 

jurídico, del patrimonio público o de los derechos y garantías 

fundamentales, podrá intervenir en todas las etapas de la actuación, con 

plenas facultades de sujeto procesal y será ejercido por el Procurador  

General de la Nación, por sí o por medio de sus delegados. 

 

El artículo 109 de la Ley 906 de 2004, que regula a su turno la intervención del 

Ministerio Público en el proceso penal, dice en su inciso primero:  

 

El Ministerio Público intervendrá en el proceso penal cuando sea necesario, 

en defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos y 

garantías fundamentales. El Procurador General de la Nación directamente 

o a través de sus delegados constituirá agencias especiales en los procesos 

de significativa y relevante importancia, de acuerdo con los criterios 

internos diseñados por su despacho, y sin perjuicio de que actúe en los 

demás procesos penales.   

 

2.5 ESTRUCTURA DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO EN COLOMBIA. 

 

 Dentro de las particulares fundamentales del sistema acusatorio se identifican 

instituciones que se constituyen en su columna vertebral. La incorporación en el proceso 

penal colombiano de específicos institutos jurídicos, permite afirmar, como lo ha 

reconocido la jurisprudencia, una clara tendencia acusatoria del sistema judicial; por lo 

anterior, en la presente investigación se ha hecho preciso aludir de manera específica a 

conceptos que distinguen el sistema procesal penal en Colombia como un sistema ajustado 

al sistema acusatorio: la distinción entre funcionarios que investigan y acusan, de aquellos a 

los que corresponde la fase de juzgamiento; la función de control de garantías; la supresión 

del principio de permanencia de la prueba; la creación del principio de oportunidad; el 
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reconocimiento especial de las víctimas; y la reafirmación del juicio público, oral, 

contradictorio y concentrado. 

 Existe una clara separación entre las etapas procesales, de investigación y 

juzgamiento, en donde incluso intervienen jueces de connotaciones diferentes, como lo es 

en la etapa de investigación, y obviamente frente a la autorización de actos de investigación 

que afecten derechos y garantías y lo referente a las audiencias preliminares, las decisiones 

son proferidas por el Juez de control de garantías y en las audiencias de la etapa de juicio, 

que se inicia una vez radicado el escrito de acusación, son de competencia del juez de 

conocimiento así como las propias del  incidente de reparación integral; lo anterior sin 

perjuicio de la competencia asignada, tanto por factor funcional como por factor subjetivo. 

 

 En el sistema procesal acusatorio el rol del juez está centrado en los actos que 

efectivamente requieran el ejercicio del poder jurisdiccional, bien sea porque afectan 

sustancialmente los derecho y garantías de los intervinientes o porque se dan situaciones 

propias del juicio, en su preparación, decreto y práctica de pruebas, su ejecución y el 

proferimiento de las sentencia que resuelva la responsabilidad penal del acusado. 

 

 Otra característica del sistema procesal penal colombiano radica en  que la actuación 

se desarrolla a petición de parte, y en virtud del artículo 250 de la Constitución Nacional, el 

ejercicio de la acción penal corresponde a la Fiscalía General de la Nación quien puede 

acudir a la jurisdicción a solicitar la limitación de derechos de los indiciados, siempre que 

medien motivos razonables, y está obligada a presentar el escrito de acusación y adelantar 

el procedimiento en lo que se evidencia como una justicia rogada. 

 

 Las actuaciones que se desarrollan en el nuevo sistema penal acusatorio son, por 

regla general, públicas, concentradas y contradictorias, estableciéndose el principio de 

inmediación que da validez solo a la prueba producida, controvertida y presentada ante el 

juez de conocimiento, con excepción de la prueba anticipada y en evidente contradicción al 

principio de permanencia de la prueba que imperaba en el sistema anterior. 
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 Arroyave Díaz, Rafael, Ávila Guarnizo, Leonid, y Os, (2003) p.193 señalan que 

“principio de oportunidad consistente en que el estado, en cabeza de la fiscalía, puede 

abstenerse o renunciar a la persecución penal, bajo los supuestos y la normatividad 

previamente establecida”. Se crea una nueva posibilidad de terminación anticipada del 

proceso que se contrapone, como diversos autores lo han decantado, a lo que se conoce 

como el principio de obligatoriedad de la acción penal. 

 

 Otra característica fundamental en este nuevo sistema de enjuiciamiento es la 

distinción entre dos jueces, el Juez de control de garantías encargado de velar, como su 

nombre lo indica, por el respeto de los derechos y garantías de los intervinientes, en 

especial de la limitación de derechos y garantías del procesado en las etapas preliminares, y 

el segundo, el juez de conocimiento, encargado de llevar avante el juicio penal con plena 

observancia del debido proceso y de respeto de garantías y derechos fundamentales. 

 

 Dentro de la  competencia que se le asignó al Juez de control de garantías se 

encuentran las siguientes:  

 

 Ejercer control sobre la aplicación del Principio de Oportunidad. 

 Ejercer un Control Posterior sobre las Medidas de allanamiento, registro e 

interceptación de llamadas. 

 Ejercer Control posterior sobre las capturas, a efectos de verificar el respeto de 

derechos y garantías habida consideración del principio general de Libertad que 

rige este nuevo sistema procedimental. 

 Ejerce un control previo, sobre las medidas restrictivas de la Libertad, como se 

indicó ut supra. 

 Decreta las medidas cautelares a favor de las víctimas. 

 

 Dichos actos y atribuciones del Juez de control de garantías se desarrollan teniendo 

en cuenta los presupuestos legales y los principios de ponderación, necesidad y 

proporcionalidad. Este sistema procesal cuenta con tres etapas fácilmente identificables, 

indagación, investigación y juicio en las que la función jurisdiccional, como se indicó 

previamente, desarrolla un papel determinante en cada una de las fases. (Ver gráfica 2.) 
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 Tal vez una de las características más particulares del sistema penal acusatorio 

colombiano es la presencia del Ministerio Público, quien en éste nuevo sistema de 

enjuiciamiento continua ejerciendo la funciones contempladas en el artículo 277 de la 

Constitución política, pero su rol y participación en el sistema penal acusatorio es objeto de 

controversia tal como será observado posteriormente. 
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Figura 2. Caracterización del proceso penal en el sistema acusatorio en Colombia.
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2.6 PRINCIPIOS RECTORES DEL PROCESO PENAL ACUSATORIO. 

 

 Según disposiciones de la Honorable Corte Constitucional,
5
 los principios 

reguladores de la acción penal en Colombia, siguen gozando de rango constitucional, se 

interpretan a la luz de las disposiciones relevantes de los instrumentos internacionales de 

derechos humanos que vinculan a Colombia (art. 93, C.P.), y finalmente deben ser 

desarrollados, por mandato de la Constitución y del mismo Acto Legislativo, a través de 

disposiciones legales orientadas a precisar su alcance y contenido específicos en el contexto 

del procedimiento penal. Aunque bien señala Vásquez J., (2007) pg. 63, sobre la 

significancia de los principios son diversas las interpretaciones que se pueden desarrollar: 

 

Mientras que por su acepción lingüística pueda entenderse como principio, 

la primera parte de una cosa o acción, la base o fundamento de algo, las 

nociones primeras de una ciencia, el concepto o idea fundamental que sirve 

de base a un orden determinado de conocimientos o sobre la que se apoya 

un razonamiento; y como Valor, “lo que una determinada moral establece 

como ideal. Dentro de las áreas del saber cómo la filosofía del derecho y la 

teoría jurídica, estos preceptos pueden representar un criterio fundante 

dentro de un sistema normativo. 

 

 En Colombia, los principios reguladores, fundantes del procedimiento penal, están 

consagrados en el acto legislativo 003 de 2002, desarrollado en la ley 906 de 2004, como 

menciona Vásquez J., (2007) pg 78,  el avance legislativo de lo que se ha denominado bajo 

el nomen juris de “Título Preliminar” dentro del Código de Procedimiento Penal, no es otra 

cosa que “la continuación de un intitulado dentro del cual se consignan los preceptos 

axiológico-normativos que el legislador ha impreso al sistema de enjuiciamiento penal 

                                                 
5
 Corte Constitucional, Sentencia C-592 de 2005; Magistrado Ponente: TAFUR GALVIS, Álvaro. Radicado: 

D-5412 
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colombiano.” Y son objeto de interés de la presente investigación como se especifica a 

continuación. 

ARTÍCULO 1o. DIGNIDAD HUMANA.  

 

 “Los intervinientes en el proceso penal serán tratados con el respeto debido a la 

dignidad humana” (Ley 906 de 2004, articulo 1°) 

 

 La dignidad humana está percibida dentro del marco de principios que guían la 

Carta Política, fundante del Estado Social de Derecho. Lo cual indica que debe estar 

presente en cada una de las actuaciones estatales, independientemente del sujeto sobre 

quien recaiga dicha actuación. Es tal la importancia que reviste, que la garantía de los 

derechos humanos, está cimentada en la consideración de la dignidad humana como esencia 

de la naturaleza del hombre, ha mencionado la Corte Constitucional
6
. Por lo cual esta “no 

puede concebirse como un concepto jurídicamente inasible, de contendidos exclusivamente 

retóricos, filantrópicos o morales, que brindan un buen motivo para hacer antropología jurídica 

sino que la misma es un principio ecuménico de rancia prosapia liberal y humanista, de honda 

estirpe constitucional” (Ramírez G., y Meneses C., 2010) pg 90. 

 

 A efectos de entender mejor la concepción y alcance de este principio rector es 

necesario acudir a la jurisprudencia constitucional nacional que ha precisado lo pertinente, 

indicando que frente a su concepción:  

 

La dignidad humana exige que al hombre, en el proceso vital, se le respeten 

también su salud y su integridad física y moral, como bienes necesarios 

para que el acto de vivir sea digno. De ahí que el derecho a la integridad 

física y moral consiste en el reconocimiento, respeto y promoción que se le 

debe a todo individuo de la especie humana de su plenitud y totalidad 

                                                 
6
 Corte Constitucional, Sentencia T-190 de 2010; Magistrado Ponente: Dr. PALACIO PALACIO, Iván. 

Radicado: T-2448581. 
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corpórea y espiritual, con el fin de que su existencia sea conforme a la 

dignidad personal. 
7
 

 Resulta claro que en su evolución histórica la dignidad como exigencia moral se ha 

positivizado a través de la creación de los derechos fundamentales, faro en la aplicación de 

medidas y garantía de derechos, señala la Corte Constitucional, así mismo, en el sistema 

jurídico aplicable a las personas que se encuentran detenidas, se establece como derrotero el 

respeto por la dignidad humana, por ejemplo en el Código Penal que en su artículo 1° reza: 

“El derecho penal tendrá como fundamento el respeto a la dignidad humana”. 

 

 En el mismo sentido el código penitenciario y carcelario en su artículo 5° estipula el 

respeto a la dignidad humana en el siguiente sentido: “En los establecimientos de reclusión 

prevalecerá el respeto a la dignidad humana, a las garantías constitucionales y a los 

derechos humanos universalmente reconocidos. Se prohíbe toda forma de violencia síquica, 

física o moral”. 

 

 Lo anterior como un primer acercamiento, frente a la complejidad de éste concepto 

ya que la dignidad humana, entendida individualmente como conjunto de derechos, 

garantías, condiciones y demás inherentes a la condición de ser humano se ha concretado 

en tres ámbitos especiales, la autonomía individual, unas condiciones de vida cualificadas y 

la intangibilidad del cuerpo y del espíritu 

 

 Ahora bien, el significado de dignidad humana responde a tres lineamientos 

conceptuales:  

(i) La dignidad humana entendida como principio fundante del 

ordenamiento jurídico y por tanto del Estado, y en este sentido la dignidad 

como valor. (ii) La dignidad humana entendida como principio 

constitucional. Y (iii) la dignidad humana entendida como derecho 

fundamental autónomo. 
8
 

                                                 
7
 Corte Constitucional, Sentencia T-123 de 1994; Magistrado Ponente: Dr. NARANJO MESA, Vladimiro. 

Radicado: T-23708. 

8
 Corte Constitucional. Sentencia T-881 de 2002. Magistrado Ponente Dr. MONTEALEGRE LYNNET, 

Eduardo. Radicado: T-542060. 
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 El primer aspecto representa el valor fundante del Estado de Derecho, siendo la 

dignidad humana la base histórica del ordenamiento jurídico y del Estado mismo, así 

también está dispuesto en el la Carta Política Nacional, artículo 1°. 

 

Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 

República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades 

territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de 

la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la 

integran y en la prevalencia del interés general. 

 

 Frente a la segunda acepción, esto es, la Dignidad Humana como principio 

constitucional, se constituye en un mandato constitucional, en un principio de acción o 

deber positivo,  según el cual: 

 

Todas las autoridades del Estado sin excepción, deben, en la medida de sus 

posibilidades jurídicas y materiales, realizar todas las conductas 

relacionadas con sus funciones constitucionales y legales con el propósito 

de lograr las condiciones, para el desarrollo efectivo de los ámbitos de 

protección de la dignidad humana identificados por la Sala: autonomía 

individual, condiciones materiales de existencia, e integridad física y 

moral.
9
 

 

 Asimismo el respeto a la dignidad humana como derecho autónomo habida cuenta 

de que tiene las connotaciones propias de un derecho a saber, cuenta con un titular, la 

persona natural, un objeto de protección identificado como lo es la autonomía personal, las 

condiciones de vida, la integridad física y moral, y un mecanismo judicial para su 

protección como lo es la acción de tutela, 
10

 sin desconocer que cualquier transgresión a 

otros derechos, implícitamente transgrede la dignidad humana, así ha sido entendido por la 

Corte Constitucional, la cual ha señalado, entre otros casos, que: "El derecho a la dignidad, 

                                                 
9
 Ibíd.  

10
 Ibíd.  
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se constituye a su vez  en fuente de otros derechos. Razón por la cual, toda  violación al 

derecho a la identidad, es a su vez  una vulneración al derecho a la dignidad Humana.". 11
 

 

 Finalmente se ha consagrado el principio de dignidad humana en el marco de un 

proceso penal, en donde las personas que por diversas circunstancias incurren en conductas 

punibles y que en consecuencia se les ha establecido un juicio de reproche y una limitación 

al ejercicio de su libertad,  tiene el derecho a un trato sustentando en la dignidad humana, 

señala así la jurisprudencia: 

 

Frente a esta relevancia y a la constante e inacabada situación de personas 

que comenten conductas tipificadas como delitos en los diversos sistemas 

penales, se ha establecido una protección jurídica a nivel de derechos y 

principios que se convierten en pautas a las cuales deben ceñirse los 

Estados y quienes en su representación ejercen la fuerza del ius puniendi.
12

  

 

 Por lo tanto, en el sistema internacional de derechos humanos se establece una serie 

de disposiciones, y principios con el objetivo de proteger los derechos de las personas 

privadas de la libertad por lo cual puede entenderse que para efectos del derecho penal y del 

procedimiento penal, la dignidad humana, es el conjunto de garantías que deben ser 

respetadas y cuyos titulares son las partes e intervinientes en el proceso penal y que 

perduran a lo a lo largo del proceso como lo afirma Ramírez G., y Meneses C., pg 90 

(2010): 

 

Constituye el principio de dignidad humana, también, un linde irrebasable 

para el operador jurídico en la instancia judicial de aplicación de las normas 

penales. Reclamando esta que el procedimiento para el enjuiciamiento y 

sanción de las personas, se encuentre diseñado sobre la base de su total 

respeto. Mientras que en la instancia de ejecución de la pena, ella demanda 

que la sanción se cumpla en condiciones de humanidad, y que la dignidad 

no resulte afectada bajo ninguna circunstancia, ni en la más mínima 

                                                 
11

 Corte Constitucional, Sentencia T-477 de 1995. Magistrado Ponente: Dr. CABALLERO MARTINEZ, 

Alejandro. Radicado: T-65087. 

12
 Óp., cit. Corte Constitucional. Sentencia T-881 de 2002. 
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intensidad; aun tratándose de detenidos provisionalmente e, incluso, de 

condenados. 

 

 

ARTICULO 2o. DERECHO A LA LIBERTAD Y SU LIMITACIÓN EN EL SISTEMA 

PENAL ACUSATORIO. 

  

 Como principio fundamental del ordenamiento jurídico colombiano, en el sistema 

penal acusatorio se establece el principio o derecho a la libertad, dejando la privación del 

mismo a casos excepcionales y por motivos específicamente establecidos en la 

normatividad, por lo que se estipula como regla general la primacía de la libertad, en el 

curso de la actuación procesal: 

 

Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, 

ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino 

en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las 

formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley. La 

persona detenida preventivamente será puesta a disposición del juez 

competente dentro de las treinta y seis horas siguientes, para que éste 

adopte la decisión correspondiente en el término que establezca la ley. En 

ningún caso podrá haber detención, prisión ni arresto por deudas, ni penas y 

medidas de seguridad imprescriptibles. Artículo 28 Constitución Política de 

Colombia.(Artículo 2.CPP). 

 

 La libertad como parte del conjunto de garantías debidas al justiciable “significa la 

existencia de medios de protección que aseguren el pleno y efectivo ejercicio de los 

derechos de que goza el imputado”. El vocablo judiciales implica que estas garantías se 

efectivizarán durante el desarrollo del proceso penal, es decir, conciernen a la regularidad 

del proceso, al normal desenvolvimiento de los actos procedimentales (Edward C., 1996) 

pg 265. 

 

 Según el artículo 301 del Código de Procedimiento Penal. (Ley 906 de 2004) 

modificado por el artículo 57 de la Ley 1153 de 2011, el derecho a la libertad en el sistema 

penal acusatorio encuentra pleno desarrollo conforme a los siguientes preceptos: “la 
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privación de la libertad solo procede en dos eventos específicos, en el caso de que medie 

captura en flagrancia, conforme a los casos en los cuales se entiende que opera esta figura”, 

y por orden judicial, por parte del juez de control de garantías, previa solicitud del fiscal y 

por motivos previamente establecidos en la ley, en uno u otro caso en que opera la 

restricción de la libertad es imperioso que el juez de control de garantías, inmediatamente o 

a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes al haberse producido la 

captura, le imparta la legalidad correspondiente en audiencia pública y concentrada. La 

Corte Constitucional, se pronunció sobre el derecho fundamental a la libertad y la 

limitación razonable del mismo, con fundamento en los artículos 28 y 29 de la Carta: 

 

En este sentido, el legislador encuentra una limitación constitucional de sus 

atribuciones (C.P. arts. 29 y 93) en asuntos punitivos y de política criminal 

debiendo estar justificadas racionalmente las demoras o dilaciones 

temporales de la investigación y juzgamiento de las personas detenidas 

preventivamente. La mera elección de un plazo –igual al máximo de la pena 

– no justifica ni hace razonable la restricción indefinida de la libertad por el 

hecho de que el legislador así lo establezca en ejercicio de sus funciones 

(…)
13

 

 

 En todo caso, tanto para dar lugar a la orden de captura como en la imposición de 

medida de aseguramiento, se requiere que se profiera la decisión en base a motivos 

previamente establecidos, que la medida sea necesaria y proporcional, que se evidencia que 

el imputado constituye un peligro para la comunidad o la víctima o que se evidencia que 

obstruirá la justicia o no comparecerá al proceso, todo lo anterior teniendo en cuenta la 

carga de la prueba que le corresponde a la fiscalía quien debe argumentar oralmente todos 

estos requerimientos y, en otras palabras, convencer al juez de que la medida de restricción 

de la libertad impuesta cumple con los requisitos legales y constitucionales, existiendo 

siempre la oportunidad para que todo lo presentado por la fiscalía sea controvertido por la 

defensa y verificado por el Ministerio Público.(Artículos 306 y siguientes del Código de 

Procedimiento Penal. (Ley 906 de 2004). 

                                                 
13

 Corte Constitucional, Sentencia C-301 del 2 de agosto de 1993. Magistrado Ponente: Dr. CIFUENTES 

MUÑOZ, Eduardo. Radicado:D-223 
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ARTICULO 3°.  PRELACIÓN DE LOS TRATADOS INTERNACIONALES.  

 

 “En la actuación prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios 

internacionales ratificados por Colombia que traten sobre derechos humanos y que 

prohíban su limitación durante los estados de excepción, por formar bloque de 

constitucionalidad.”(Articulo 3°CPP). 

 

 Este principio orientador tiene como fundamento el articulado 93º, de la Carta 

Política, el cual entre otras disposiciones ratifica los tratados y convenios internacionales 

confirmados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos. 

 Igualmente La Corte Constitucional ha entendido que los tratados y convenios 

internacionales a los que hace referencia el artículo 93 superior, integran la Carta Política 

en la medida en que sus disposiciones tienen la misma jerarquía  normativa de las reglas 

contenidas en el texto constitucional, por lo cual este órgano señala que:  

 

Tales preceptos internacionales complementan la parte dogmática de la 

Constitución, conformando el llamado bloque de constitucionalidad, que 

 está constituido por aquellas normas y principios que sin aparecer 

expresamente en el articulado de la Constitución, han sido integrados a ella 

por diversas vías, incluyendo el reenvío que la misma Carta realiza a través 

del artículo 93 superior.
14

  

 

 Por lo cual el bloque de constitucionalidad no solamente está compuesto por las 

normas preservadoras de los derechos humanos, sino también en los casos de conflicto 

interno o externo, por aquellas que componen el llamado Derecho Internacional 

Humanitario (DIH), “por lo que la figura  ha logrado conciliar en el sistema jurídico 

colombiano, el principio de la supremacía de la Constitución con el reconocimiento de la 

prelación en el orden interno de los tratados internacionales referidos” (art. 93 C.P.), y para 

que se dé la prevalencia de tales instrumentos internacionales en el orden interno, es 

necesario que se den dos supuestos a la vez:  de una parte, el reconocimiento de un derecho 

                                                 
14

 Corte Constitucional, Sentencia C-240 de 2009; Magistrado Ponente: Dr. GONZÁLEZ CUERVO, 

Mauricio. Radicado: D-7411. 
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humano, y de la otra que sea de aquellos cuya limitación se prohíba durante los estados de 

excepción. 

  

 Lo anterior implica que cualquier desconocimiento a las normas integrantes del 

bloque de constitucionalidad, genera nulidad por violación al debido proceso y una 

contravención a los derechos humanos, a las garantías consagradas y reconocidas por 

medio de tratados internacionales, las cuales son de obligatorio cumplimiento, así mismo lo 

ha expuesto Posada R., pg 11 (2008) quien señala que este precepto  retoma algunos 

desarrollos doctrinales de la Corte Constitucional de Colombia, en materia de integración 

normativa al denominado ‘bloque de constitucionalidad’: 

 

De tal suerte, que reconoce expresamente que las normas rectoras 

procesales: i) gozan de rango constitucional, toda vez que están 

incorporadas en el texto superior, ii) se interpretan a la luz de las 

disposiciones relevantes de los instrumentos internacionales vinculantes 

desde el punto de vista constitucional, y iii) exigen que los principios 

procesales sean desarrollados sin transgredir los referentes constitucionales, 

con lo cual se incorpora a la normativa vigente la jurisprudencia 

constitucional que ha adecuado las figuras de perfil acusatorio, con la parte 

dogmática de la Constitución y algunos contenidos de la CADH y el 

PIDCP. 

 

 

 Los derechos y garantías pertenecientes al sistema procesal penal, no son 

exclusivamente los que se encuentran en la Carta Fundamental, sino los consagrados como 

instrumentos Internacionales que vinculan a Colombia, como lo son: Declaración Universal 

de Derechos Humanos, El Pacto de Derechos Civiles y Políticos, La Declaración 

Americana de Derechos y Deberes de Hombre, los tratados limítrofes aprobados por el 

Congreso, debidamente ratificados por el Presidente de la República, los Convenios 

internacionales del trabajo, reconocidos por la Corte Constitucional,  

 

 Son instrumentos que prevalecen en el orden interno de conformidad con el artículo 

93° de la Carta. En este caso, se trata de verdaderos instrumentos vivos que sirven como 
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pilares hermenéuticos de los derechos consagrados en el texto constitucional y ‘cuya 

interpretación tiene que acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida 

actuales’ (Posada R., 2008). 

 

2 ARTICULO 4°. PRINCIPIO DE IGUALDAD. 

 

 Este derecho comprende dos situaciones a saber, igualdad de las personas ante la ley 

e igualdad de protección y trato por parte de las autoridades, situaciones que operan 

conjuntamente, como en el ejercicio judicial cuando es interpretada y aplicada la ley.
15

 Así 

mismo la Ley 906 de 2004 estipula que: 

 

Es obligación de los servidores judiciales hacer efectiva la igualdad de los 

intervinientes en el desarrollo de la actuación procesal y proteger, 

especialmente, a aquellas personas que por su condición económica, física o 

mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta. 

 

El sexo, la raza, la condición social, la profesión, el origen nacional o 

familiar, la lengua, el credo religioso, la opinión política o filosófica, en 

ningún caso podrán ser utilizados dentro del proceso penal como elementos 

de discriminación. (Artículo 4° CCP). 

 

 También es entendido como los sujetos procesales han de comparecer al proceso en 

igualdad de condiciones, sin privilegios con respecto de las formas procesales, salvo las que 

la ley, por razón del fuero personal admite. Devis Echandía, citado por Fierro H., (2012) pg 

245, en su libro La Nulidad del Proceso Penal por Violación a principios y garantías 

fundamentales, destaca que:  

 

Igualdad de las partes ante la ley procesal y en el proceso. Dos 

consecuencias se deducen: a) La de que en el curso del proceso las partes 

gozan de igualdad de oportunidades para su defensa, lo cual tiene 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-836 de 2001. Magistrado Ponente: Dr. ESCOBAR GIL, Rodrigo. 

Radicado: D-3374. 
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fundamento en la máxima audiatur ex altera parts, que viene a ser una 

aplicación del postulado que consagra la igualdad de los ciudadanos ante la 

ley, base de la organización de los estados modernos; b) Que no son 

aceptables los procedimientos privilegiados, al menos en relación con raza, 

fortuna o nacimiento de las partes. Únicamente se admite que para juzgar a 

determinados funcionarios del Estado y en consideración, no a la persona 

en sí, si no a la investidura del cargo, conozcan otros jueces, lo que 

acontece principalmente en materias penales. 

 

  

 Para la Corte Constitucional, la igualdad, además de ser un principio vinculante para 

toda la actividad estatal, comprende dos garantías fundamentales: la igualdad ante la ley y 

la igualdad de protección y trato por parte de las autoridades. Por lo cual, señala el máximo 

órgano, “estas dos garantías operan conjuntamente en lo que respecta a la actividad judicial, 

pues los jueces interpretan la ley y como consecuencia materialmente inseparable de esta 

interpretación, atribuyen determinadas consecuencias jurídicas a las personas involucradas 

en el litigio.”
16

 Por lo tanto, en lo que respecta a la actividad judicial, la igualdad de trato 

que las autoridades deben otorgar a las personas supone además una igualdad tanto en la 

interpretación como en la aplicación de la ley.  

 

 En vista de lo anterior en el sistema penal acusatorio, el principio de igualdad debe 

ser entendido como un fundamento rector en toda la actuación procesal, lo cual implica que 

el operador judicial lo proteja celosamente al no ejercer tratos desiguales injustificados ni 

discriminación de ningún tipo en el proceso. 

 

ARTICULO 5° IMPARCIALIDAD. 

 

 Una de las máximas garantías del estado social de derecho y un fundamento lógico 

del principio de la seguridad jurídica es el que existan operadores judiciales que se sean 

imparciales frente a los resultados del proceso, esto es, que sus decisiones no los vayan a 

beneficiar ni a afectar en determinado momento por lo que en el sistema penal acusatorio, 
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 Ibíd.  
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se requiere que el juez, encargado de tomar las decisiones al interior del proceso, sea 

imparcial. 

 

 La jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha aseverado que los atributos de 

independencia e imparcialidad del funcionario judicial están orientados a proteger los 

principios fundamentales del sistema penal colombiano, y se traducen en un derecho 

subjetivo de los ciudadanos en la medida que forman parte del debido proceso, por lo cual 

“los impedimentos y las recusaciones son los mecanismos previstos en el orden jurídico 

para garantizar el principio de imparcialidad del funcionario judicial”
17

 y tienen su 

fundamento constitucional en el artículo 29° de la Constitución, y en los convenios 

internacionales sobre derechos humanos aprobados por el estado colombiano. 

 

 La imparcialidad predicada en el artículo 5° de la ley 906 de 2004, establece que 

“en ejercicio de las funciones de control de garantías, preclusión y juzgamiento, los jueces 

se orientarán por el imperativo de establecer con objetividad la verdad y la justicia.” Lo 

cual implica una obligatoriedad por parte del el funcionario judicial a no estimar  ninguna 

clase de interés o que su conocimiento no se vea contaminado, lo último en el caso de que, 

en ejercicio de función de control de garantías, haya conocido del asunto y posteriormente 

en conocimiento deba fallarlo. 

 

 La situación anterior significa que el funcionario judicial antes de resolver de fondo 

o de participar del mismo debate probatorio, no debe tener percepción de lo ocurrido o en 

caso contrario en aras de respetar la imparcialidad debe separarse del conocimiento del 

caso. Para efectos de lo anterior el legislador en el Código de Procedimiento Penal, 

(Artículos 56 y siguientes) ha establecido que en cuanto al interés y la no contaminación se 

prevén las causales de impedimento y recusación, tendientes, las primeras, a darle la 
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 Corte Constitucional, Sentencia C- 881 de 2011. Magistrado Ponente: Dr. VARGAS SILVA, Luis Ernesto. 

Radicado: D-8537. 
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oportunidad al funcionario judicial para que declare que se encuentra en algunas de estas 

situaciones y las segundas por si, encontrándose en alguna causal establecida, no se declara 

impedido, las partes en su momento puedan recusarlo siendo esto una causal de mala 

conducta.  

 

ARTICULO 6°. LEGALIDAD Y FAVORABILLIDAD 

 

 Frente a la concepción de principio de legalidad, necesariamente se tiene que 

señalar que hace referencia a una pre-existencia de normas, y en el ámbito procesal 

propiamente dicho, a las ritualidades, procedimientos y formalidades que se encuentran 

previamente establecidos para juzgar una conducta punible determinada; así lo señala la 

norma: “Nadie podrá ser investigado ni juzgado sino conforme a la ley procesal vigente al 

momento de los hechos, con observancia de las formas propias de cada juicio (…).” 

 

 

 Por lo cual este principio es la manifestación más evidente de la seguridad jurídica 

que debe encontrarse en un Estado Social de Derecho, ya que implica que solo se será 

juzgado por una conducta determinada si previamente se encuentra establecido el 

procedimiento, las ritualidades, las garantías, las oportunidades y los roles a seguir para 

llevar a cabo una causa penal. 

 

 Ferrajoli L., (2009) pg 93, indica que un ciudadano no se encontrará en el limbo si 

comete una conducta punible, que dicho de paso también se encuentra considerada como 

punible previamente a su realización, y previo a la misma se establece el procedimiento, las 

ritualidades, las oportunidades probatorias, las formas y demás situaciones procesales 

implicando lo anterior que el principio de legalidad aunado con la concepción del debido 

proceso lo compongan, entre otros, los siguientes postulados: 

 

o Nulla poena sine crimine. 

o Nullum crimen sine lege. 



52 

 

o Nulla culpa sine iudicio. 

o Nullun iudicium sine acusacione  

o Nulla cusacione sine probatione. 

o Nulla probatio sine defensione.  

  

 Asimismo el principio de legalidad, es postulado rector del principio de 

favorabilidad, el cual implica que en la eventualidad de que coexistan leyes procesales, que 

regulen una misma situación jurídica, si contiene efectos sustanciales, se aplicará la que 

represente mayores beneficios a la suerte del procesado, conforme lo preceptúa el artículo 6 

de la ley 906 de 2004, así lo dispone: “la ley procesal de efectos sustanciales permisiva o 

favorable, aun cuando sea posterior a la actuación, se aplicará de preferencia a la restrictiva 

o desfavorable.”  

 

 La Corte Constitucional también se ha pronunciado al respecto determinado que el 

principio de favorabilidad constituye un elemento fundamental del debido proceso que no 

puede desconocerse. El carácter imperativo del inciso segundo del artículo 29 de la Carta 

no deja duda al respecto enuncia el Alto Tribunal: 

 

Así, en el caso de sucesión de leyes en el tiempo, si la nueva ley es 

desfavorable en relación con la derogada, ésta será la que se siga aplicando 

a todos los hechos delictivos que se cometieron durante su vigencia, que es 

lo que la doctrina denomina ultractividad de la ley. La retroactividad, por el 

contrario, significa que cuando la nueva ley contiene previsiones más 

favorables que las contempladas en la ley que deroga, la nueva ley se 

aplicará a los hechos delictivos ocurridos con anterioridad a su vigencia.
18

 

 

  

  La Corte señala sobre el particular que tratándose de la aplicación del principio de 

favorabilidad en materia penal, no hay lugar a distinciones entre normas sustantivas y 
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 Corte Constitucional, Sentencia C-592 de 2005. Magistrado Ponente: Dr. TAFUR GALVIS, Álvaro. 

Radicado: D-5412. 
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normas procesales,  debido a que el texto constitucional no establece diferencia alguna que 

permita un trato diferente para las normas procesales. . 

 

 Un claro ejemplo de aplicación de las instituciones del sistema penal acusatorio, 

frente a aquellas reguladas por el antiguo sistema procesal penal de la ley 600 de 2000, 

hace referencia a aquellos casos en los cuales se presentaba para la anterior ley, la sentencia 

anticipada cuya rebaja, después de la indagatoria y hasta antes de ejecutoriada la resolución 

de cierre de la investigación, era de 1/3 parte y frente a la nueva regulación de la ley 906 de 

2004 que permite una rebaja de la mitad en sede de imputación de cargos presentándose 

que hay coexistencia de normas que regulan situaciones fácticas similares pues tanto la 

aceptación o allanamiento de cargos como la sentencia anticipada son institutos que dan por 

terminado el proceso de forma anticipada, proceden de la voluntad libre, consiente y 

espontanea del procesado y conllevan a una rebaja sustancial, sólo que una es más 

conveniente que otra, por lo que la rebaja de la ley 906 de 2004, referente al allanamiento o 

aceptación de cargos en sede de imputación, se aplica por favorabilidad a las situaciones 

reguladas por la ley 600 de 2000 en donde se presenta la sentencia anticipada. 

 

 Sin embargo, no sólo se han presentado situaciones en las cuales se hace uso del 

concepto de favorabilidad a una norma posterior a la regulación procedimental penal 

anterior, asimismo el concepto de favorabilidad puede ser aplicado retroactivamente como 

ha ocurrido con procesos regulados por la ley 906 de 2004, a los cuales se han aplicado 

instituciones propias de la ley 600 de 2000, por encontrarse bajo unos mismos presupuestos 

fácticos, tal y como ha sucedido con el evento de la reparación integral,  no contenido en la 

nueva ley, el cual se juzga en vigencia de la ley 906 de 2004.
19

 

 

 La Corte Constitucional se ha referido a dicha situación considerando que la 

aplicación del principio de favorabilidad es una competencia del juez de conocimiento, en 
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cada caso particular y concreto, pues solo a él le corresponde determinar cuál es la norma 

que puede beneficiar o favorecer al procesado. Lo cual significa que el referido principio no 

es predicable frente a normas generales, impersonales y abstractas, como ya ha tenido 

oportunidad de señalarlo el Alto Tribunal:  

 

En principio, el carácter más o menos restrictivo de una disposición penal, 

por sí misma, no quebranta la Constitución. El principio de favorabilidad, 

plasmado en el tercer inciso del artículo 29 de la C.P., se dirige al juzgador 

y supone la existencia de estatutos permisivos o favorables que coexisten 

junto a normas restrictivas o desfavorables. La aplicación preferente de la 

norma favorable no significa la inconstitucionalidad de la desfavorable 

dejada de aplicar, tacha que solo puede deducirse de su autónomo escrutinio 

frente a la Constitución”. (…) "El juez al asumir la función de intérprete 

genuino de dos disposiciones penales, igualmente especiales, está 

positivamente vinculado, como todo hermeneuta en materia penal, por la 

norma que obliga a optar de manera preferente por la ley permisiva o 

favorable, máxime cuando ésta es posterior en el tiempo y comprende en su 

contenido la materia tratada por la anterior (C.P. art. 29).
20

 

 

 

3 ARTICULO 7°. LA PRESUNCIÓN DE INOCENCIA.  

 

 Este principio, al igual que el principio de legalidad, constituye una de las grandes 

conquistas de la humanidad y una garantía fundamental pues imprime, a quien está 

enfrentando un juicio criminal, la seguridad de que será tratado como inocente hasta 

tanto no sea derrotado en un juicio público, oral concentrado, con el pleno respeto de 

sus derechos y cuando la sentencia que lo declare responsable se encuentre en firme. 

 

 Lo anterior indica que este principio acompaña al procesado desde el primer 

instante y solo se agota con la sentencia condenatoria, cuando ésta cobra legal 

ejecutoria, por lo cual se extingue cuando se ha agotado toda la actuación y el juez ha 
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adquirido la certeza, más allá de toda duda, sobre la materialidad de la conducta 

endilgada y sobre la responsabilidad penal del procesado. La Corte Constitucional ha 

hecho diversas menciones sobre el tema y destacado su vinculación a través de diversos 

tratados internacionales: 

 

La presunción de inocencia es una garantía integrante del derecho 

fundamental al debido proceso reconocida en el artículo 29 de la 

Constitución, al tenor del cual “toda persona se presume inocente mientras 

no se le haya declarado judicialmente culpable”. Los tratados 

internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia –que 

hacen parte del bloque de constitucionalidad en virtud del artículo 93 de la 

Constitución- contienen dicha garantía en términos similares. Así, la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en su artículo 8 

que “toda persona inculpada del delito tiene derecho a que se presuma su 

inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”. Y, a su 

turno, el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos prescribe que “toda persona acusada de un delito tiene derecho a 

que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad 

conforme a la ley”. Como se deriva de las normas transcritas, la presunción 

de inocencia acompaña a la persona investigada por un delito “hasta el fallo 

o veredicto definitivo y firme de culpabilidad. 

 

 

 Este principio, a pesar de constituir una garantía fundamental, no es absoluto, así 

también lo ha expuesto Tisnés J., pg 53 (2012) quién recalca que “la presunción de 

inocencia no admite excepción y permanece incólume durante toda la etapa de 

investigación y de juicio (…) Y así está establecido en el mandato constitucional, y 

agrega el autor “la medida de aseguramiento privativa de la libertad en establecimiento 

carcelario continúa teniendo plena validez y aplicación dentro del proceso penal, 

contrariando el postulado que la misma,” También se observa como el principio se va 

agotando conforme avanza el proceso, pues nótese que en la dinámica del sistema 

procesal penal colombiano, los actos procesales van siendo determinados por los grados 

de conocimiento que se van adquiriendo durante la actuación, teniéndose que para 

imputar cargos se requiere una inferencia razonable, para acusar es necesario que exista 

probabilidad de verdad y por último, para condenar es necesario que exista certeza, más 
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allá de toda duda razonable, sobre la materialidad de la conducta y sobre la 

responsabilidad penal, tal y como se indicó ut supra. 

 

 Se ha estipulado que la sentencia condenatoria se profiere una vez el conocimiento 

del fallador adquiere el grado de certeza, más allá de toda duda, pues el principio 

general de presunción de inocencia va aparejado del principio in dubio pro reo que 

implica que en caso de duda, sobre cualquiera de los aspectos de responsabilidad o 

materialidad de la conducta delictiva, se debe resolver a favor del procesado, lo que 

implica que en caso de duda, en palabras más sencillas, sea proferida una sentencia 

absolutoria. 

 

 No cabe duda que la presunción de inocencia implica diversas connotaciones, 

también se observa como ni el legislador ni los jueces pueden presumir la culpabilidad 

de nadie y la carga de la prueba le corresponde al Estado, la Corte Constitucional ha 

recalcado lo siguiente: 

 

Corresponde siempre a la organización estatal la carga de probar que una 

persona es responsable de un delito (…) lo que se conoce como principio 

onus probandi incumbit actori. La actividad probatoria que despliegue el 

organismo investigador debe entonces encaminarse a destruir la presunción 

de inocencia de que goza el acusado, a producir una prueba que respete las 

exigencias legales para su producción, de manera suficiente y racional, en el 

sentido de acomodarse a la experiencia y la sana crítica. Así pues, no le 

incumbe al acusado desplegar ninguna actividad a fin de demostrar su 

inocencia, lo que conduciría a exigirle la demostración de un hecho 

negativo, pues por el contrario es el acusador el que debe demostrarle su 

culpabilidad.
21
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ARTICULO 7.  DEFENSA. 

 

 Una de las condiciones de validez del proceso penal es la plena garantía y respeto 

del derecho de defensa, que constituye la expresión más evidente de la concepción del 

debido proceso y que, al interior del sistema penal acusatorio, implica no solo un derecho, 

sino una serie de derechos y garantías de obligatorio cumplimiento so pena de nulidad e 

inexistencia de los actos que se desarrollen sin acatamiento. 

 El ejercicio del derecho a la defensa en materia penal comprende dos modalidades, 

la defensa material y la defensa técnica. La defensa material, es la que ejerce directamente 

el sindicado. La segunda, la defensa técnica, es la que ejerce en nombre de aquél un 

abogado escogido por el sindicado, denominado defensor de confianza, o bien a través de la 

asignación de un defensor público proporcionado directamente por el Estado a través del 

Sistema Nacional de Defensoría Pública. En el proceso penal con tendencia acusatoria es 

identificado como el principio de “igualdad de armas”, la jurisprudencia constitucional ha 

sostenido que éste hace parte del núcleo esencial del derecho a la defensa y al debido 

proceso, y su garantía plena es completamente relevante si se considera que de su ejercicio 

se deriva la garantía de otros derechos como el de igualdad de oportunidades e instrumentos 

procesales, en palabras de la Corte Constitucional: 

 

El principio de igualdad de armas “constituye una de las características 

fundamentales de los sistemas penales de tendencia acusatoria, pues la 

estructura de los mismos, contrario a lo que ocurre con los modelos de corte 

inquisitivo, es adversarial, lo que significa que en el escenario del proceso 

penal, los actores son contendores que se enfrentan ante un juez imparcial 

en un debate al que ambos deben entrar con las mismas herramientas de 

ataque y protección.
22  

 

 Hace parte de este derecho y garantía fundamental el derecho a guardar silencio, a 

no auto incriminarse, la inmunidad penal, a entender los cargos que se presentan, a contar 

con un profesional del derecho que ejerza la defensa técnica, a conocer, presentar y 
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controvertir las pruebas que se presenten en contra, a tener un juicio público, concentrado y 

con inmediación de las pruebas y a renunciar a algunos de estos derechos, en la 

eventualidad de negociaciones o allanamiento de cargos. 

 

ARTICULO 9. ORALIDAD Y PUBLICIDAD. 

 

 “La actuación procesal será oral y en su realización se utilizarán los medios técnicos 

disponibles que permitan imprimirle mayor agilidad y fidelidad, sin perjuicio de conservar 

registro de lo acontecido. A estos efectos se dejará constancia de la actuación.” (Artículo 9° 

CCP). 

 

 La oralidad es un principio y a la vez una característica en este nuevo régimen 

procedimental que representa una de las mayores diferencias respecto del sistema al 

anterior, considerando que a partir de su aplicación se supera la concepción del sumario por 

la publicidad en los procedimientos y se preceptúa que las decisiones judiciales y trámites 

procesales deben ser orales, situación que difiere de los ejecutados en anteriores sistemas de 

enjuiciamiento. 

 

 Este modelo de enjuiciamiento procesal penal está regido por los principios de 

oralidad, publicidad y celeridad. Así, todo lo que sucede en el proceso, bien sea el 

interrogatorio del testigo, la producción de la prueba o los alegatos, deben ser llevados a 

cabo oralmente. “De igual manera, la etapa de juzgamiento es pública, con determinadas 

restricciones, con el propósito de consolidar la confianza de la ciudadanía en la 

administración de justicia”  así lo ha expuesto la Corte Constitucional
23

 afirmando que de la 

misma manera el juicio se debe llevar a cabo en el menor tiempo posible, teniendo en 
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cuenta que un proceso penal afecta severamente los derechos fundamentales del sindicado, 

y asimismo, la efectividad de los medios de prueba disminuye con el transcurso del tiempo. 

 

Ahora bien, el principio de publicidad implica que la actuación procesal debe ser pública, 

dice la norma que: 

 

Tendrán acceso a ella, además de los intervinientes, los medios de 

comunicación y la comunidad en general. Se exceptúan los casos en los 

cuales el juez considere que la publicidad de los procedimientos pone en 

peligro a las víctimas, jurados, testigos, peritos y demás intervinientes; se 

afecte la seguridad nacional; se exponga a un daño psicológico a los 

menores de edad que deban intervenir; se menoscabe el derecho del 

acusado a un juicio justo; o se comprometa seriamente el éxito de la 

investigación. (Artículo 18 CPP.) 

 

 

La Corte Constitucional resalta que la publicidad durante el proceso se extiende no 

solamente a los sujetos procesales sino también a los medios de comunicación y a la 

comunidad en general y menciona también el principio de publicidad respecto de la etapa 

probatoria por lo cual “la prueba no puede ser practicada de manera secreta u oculta, sino 

de cara al imputado y a la sociedad. En concordancia con lo anterior, en un sistema de 

tendencia acusatoria, dicha prueba deberá ser practicada durante una audiencia pública, 

requisito que expresamente se encuentra consagrado en el artículo 284.4 del nuevo 

C.P.P.”
24

 

 

4 ARTICULO 11°. DERECHO DE LAS VÍCTIMAS. 

 

 El sistema penal acusatorio ha representado una reivindicación de los derechos de 

las víctimas pues está pasa de tener sus derechos limitados a la reparación pecuniaria, como 

estimaba la ley 600 de 2000 -que la concebía como parte civil-, a ejercer tres derechos 

principales en la actuación procesal, verdad, justicia y reparación.  

                                                 
24

 Ibíd.   



60 

 

 

 La Corte Constitucional ha cimentado una consistente y equilibrada jurisprudencia 

entorno al alcance constitucional de los derechos de las víctimas y perjudicados con las 

conductas punibles. Es  por ello que este órgano ha reiterado los amplios derechos de la 

víctimas, “donde se precisa que no son solo meros intervinientes, sino sujetos procesales 

con todos sus derechos para intervenir el proceso penal, derechos como los tiene el 

procesado, el fiscal y el ministerio público.” Asimismo  determina que  los derechos de las 

víctimas se pueden sistematizar en: “el derecho a la verdad, derecho a que se haga justicia y 

derechos a la reparación.”
25

  

 

 El derecho a la verdad implica la certeza de saber lo que realmente sucedió en un 

acaecimiento delictivo, no solo, en situaciones de conflicto armado, sino frente a cualquier 

delito. El Alto Tribunal, estimó que el conjunto de principios para la protección y la 

promoción de los derechos humanos mediante la lucha contra la impunidad e incorpora el 

derecho a la verdad: -el derecho inalienable a la verdad; - el deber de recordar;  - el derecho 

de las víctimas a saber. (Márquez A., 2012) 

 El derecho a la justicia implica una garantías para las víctimas de los delitos que 

emanan de unos continuos deberes para las autoridades, que pueden tipificarse así: “(i) el 

deber del Estado de investigar y sancionar adecuadamente a los autores y partícipes de los 

delitos; (ii) el derecho de las víctimas a un recurso judicial efectivo; (iii) el deber de 

respetar en todos los juicios las reglas del debido proceso.”
26

 

 

 Señala  Márquez A., (2012) menciona que la jurisprudencia constitucional ha 

señalado que el “derecho de acceso a la justicia, tiene como uno de sus componentes 

naturales el derecho a que se haga justicia.” Por lo cual se establece la participación de la 

víctima en el proceso. Esta participación implica según la Corte Constitucional “que los 
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familiares de la persona fallecida y sus representantes legales serán informados de las 

audiencias que se celebren, a las que tendrán acceso, así como a toda información 

pertinente a la investigación y tendrán derecho a presentar otras pruebas".
27

 

 

 Finalmente el derecho a la reparación significa que el Estado adoptará los 

mecanismos necesario que permitan hacer desaparecer los efectos de las violaciones 

cometidas, y a devolver a la víctima al estado en que se encontraba antes de la violación. Al 

respecto la ley 906 de 2004, ha traído como una de sus novedades la posibilidad que las 

víctimas como los procesados tengan la oportunidad de acudir a los mecanismos de justicia 

restaurativa como la conciliación pre-procesal y la mediación. En términos de la Corte 

Constitucional este derecho presenta:  

 

Una dimensión individual y otra colectiva. Desde su dimensión individual 

abarca todos los daños y perjuicios sufridos por la víctima, y comprende  la 

adopción de medidas individuales relativas al derecho de (i) restitución, (ii)  

indemnización, (iii)  rehabilitación, (iv) satisfacción y (v) garantía de no 

repetición. En su dimensión colectiva, involucra medidas de satisfacción de 

alcance general como la adopción de medidas encaminadas a restaurar, 

indemnizar o readaptar los derechos de las colectividades o comunidades 

directamente afectadas por las violaciones ocurridas.
28

 

 

 En desarrollo de lo anterior, y de acuerdo al ordenamiento procesal penal (Ley 906 

de 2004) las victimas tendrán derecho: 

 

1. A recibir, durante todo el procedimiento, un trato humano y digno; 

2. A la protección de su intimidad, a la garantía de su seguridad, y a la de sus 

familiares y testigos a favor;  

3. A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o 

partícipe del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos 

de esté código; 

4. A ser  oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas; 
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5. A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos 

establecidos en este código, información pertinente para le protección de 

sus intereses y a conocer la verdad de los hechos que conforman las 

circunstancias del injusto del cual han sido víctimas;  

6. A que se consideren sus intereses al adoptar una decisión discrecional sobre 

el ejercicio de la persecución del injusto;  

7. A ser informadas sobre la decisión definitiva relativa a la persecución 

penal; a acudir, en lo pertinente , ante el juez de control de garantías , y a 

interponer los recursos ante el juez de conocimiento, cuando a ello hubiere 

lugar; 

8. A ser asistidas durante el juicio y el incidente de reparación integral, si el 

interés de la justicia lo exige, por un abogado que podrá ser designado o de 

oficio. 

9. A recibir asistencia integral para su recuperación en los términos que señale 

la ley; A ser asistidas gratuitamente por un traductor o intérprete en el 

evento de no conocer el idioma oficial, o de no poder percibir el lenguaje 

por los órganos de los sentidos.  

 

 Sin embargo, frente a la concepción general de un sistema de partes, la participación 

tan activa que trae la víctima al interior del sistema deja dudas sobre la esencia del mismo, 

pero esto no es objeto del presente trabajo como si lo es el rol desempeñado por el 

Ministerio Público. 

 

ARTICULO 16° PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN. 

  

 Tal vez una de los cambios más trascendentales que trae el sistema penal acusatorio 

es la concepción, incorporación y valoración de las pruebas ya que constituye una 

diferencia sustancial al modelo de enjuiciamiento anterior en donde  imperaba el principio 

de permanencia de la prueba. De acuerdo a la norma la inmediación implica que: 

 

En el juicio únicamente se estimará como prueba la que haya sido 

producida o incorporada en forma pública, oral, concentrada, y sujeta a 

confrontación y contradicción ante el juez de conocimiento. En ningún caso 

podrá comisionarse para la práctica de pruebas. Sin embargo, en las 

circunstancias excepcionalmente previstas en este código, podrá tenerse 

como prueba la producida o incorporada de forma anticipada durante la 
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audiencia ante el juez de control de garantías o ante el juez de 

conocimiento, según el caso. 

 

 Lo cual significa que el juez valorará, con inmediatez, no sólo la forma como el 

testigo contesta las preguntas objeto del interrogatorio cruzado que se le formule, sino que 

además interpretará su comportamiento, su aptitud frente al estrado, su expresión y demás 

signos que sólo se pueden percibir en el momento de rendir la declaración. En palabras de 

la Corte Constitucional:  

 

Los principios de concentración y de inmediación de la prueba dentro del 

sistema penal acusatorio contienen una caracterización trascendental. La 

inmediación permite al juez percibir de su fuente directa las pruebas y las 

alegaciones de las partes, mientras la concentración hace posible valorar el 

acervo probatorio en un lapso temporal que no debe ser prolongado, para 

que lo interiorizado por el juzgador no se desvanezca con el transcurrir del 

tiempo, principios éstos que deben ser acatados con rigurosidad.
29

 

 

 

 La Corte Suprema de Justicia ha indicado que el principio de inmediación va 

aparejado de otros principios procesales como lo son el de concentración e inmutabilidad 

del Juez,  ya que estos se suman a la percepción directa de la prueba para ser apreciados en 

su conjunto, lo cual concluye en “que la interpretación de la prueba será realizada por el 

mismo funcionario que profiera el sentido del fallo y desarrolle la sentencia 

correspondiente.”
30

 

  

 Pues bien, este principio constituye uno de los cambios más estructurales si se 

analiza el principio de permanencia de la prueba que imperaba en el sistema procesal penal 

anterior, (ley 600 de 2000) pues éste daba total validez a la prueba recaudada por la fiscalía, 

en cualquier momento de la investigación,  y tenía vocación probatoria durante toda la 
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actuación penal por lo cual la valoración de la misma era hecha por el fallador 

posteriormente. 

 

 Ahora bien, una vez analizados y entendidos los alcances, principios y fundamentos 

del sistema procesal acusatorio, es preciso abordar el tema que compete a la presente 

investigación: El rol del Ministerio Público y las razones de necesidad que cimientan su 

existencia, como será expuesto a continuación. 
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3. EL MINISTERIO PÚBLICO EN COLOMBIA EN EL MARCO DEL SISTEMA 

PENAL ACUSATORIO. 

 

 En cumplimiento del objetivo de la presente investigación, es preciso establecer las 

características que le son propias a la figura del Ministerio Público en Colombia, desde su 

entrada en vigencia, las funciones que se le han encomendado en materia penal, así como 

sus alcances en el sistema penal acusatorio, tal como será analizado y expuesto a 

continuación. 

 

3.1 EL MINISTERIO PÚBLICO Y SU ROL EN MATERIA PENAL, ANTES DE LA 

ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY 906 DE 2004. 

 

 Es extenso el panorama de intervención del Ministerio Público en materia penal, 

gracias a su fundamento Constitucional y su reglamentación legal, estableciéndose la 

amplitud de sus funciones y su asiento legal como lo ha indicado la honorable Corte 

Constitucional:  

5- La intervención de la Procuraduría General de la Nación en los 

procesos judiciales en general y en los procesos penales en particular 

encuentra un fundamento constitucional múltiple. Así, en primer 

término, tiene una consagración expresa pues el artículo 277 numeral 

7º preceptúa: 

Artículo 277.  El Procurador General de la Nación, por  sí o por 

medio de sus delegados y agentes, tendrá las siguientes funciones:  

(...)7º. Intervenir en los procesos y ante las autoridades judiciales o 

administrativas, cuando sea necesario, en defensa del orden jurídico, 

del patrimonio público, o de los derechos y garantías fundamentales. 

 

 

 El mismo Alto Tribunal, señala que la posibilidad de intervención en los procesos 

judiciales se entiende de forma tácita y natural, del mismo artículo 277, de la Constitución 

Política, por cuanto esta señala que al Procurador, le atañe la obligación de vigilar el 

cumplimiento de “las leyes y decisiones judiciales, proteger los derechos humanos y 

asegurar su efectividad, defender los intereses de la sociedad, así como los intereses 
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colectivos y en particular el medio ambiente” (CP art. 277 ordinales 1º, 2º, 3º y 4º) y expone 

de la siguiente manera la Corte Constitucional: 

 

El cumplimiento de tales funciones implica, en muchos eventos, la 

intervención de la Procuraduría en determinados procesos judiciales, 

por lo cual, incluso si no existiera la consagración expresa del ordinal 

7º del artículo 277 de la Carta, sería perfectamente constitucional que 

la ley, a quien compete determinar lo relativo a la estructura y al 

funcionamiento de la Procuraduría (CP art. 279), hubiera consagrado 

esa participación del Ministerio Público en los procesos. Así sucedió 

durante la vigencia de la anterior Constitución, puesto que esa Carta 

no preveía expresamente la intervención del Procurador en los 

procesos judiciales pero le adscribía las funciones de promover la 

ejecución de las leyes y sentencias, y supervigilar la conducta oficial 

de los empleados públicos, lo cual sirvió de piso constitucional 

suficiente para que la ley regulara la intervención del Ministerio 

Público en la justicia.
31

 

 

 

 Por lo cual destaca la honorable Corte Constitucional, así no estuviese de forma 

expresa establecidas las funciones correspondientes al Procurador en la Carta Política, 

podría ser el órgano legislativo, el encargado de estimar las competencias, alcances y 

funciones del Ministerio Público, sin desatender la idoneidad de los demás órganos del 

Estado, por lo cual afirma que  “No hay pues duda de que el Procurador, por sí o por medio 

de sus delegados o agentes, puede intervenir, como órgano autónomo de control, en los 

procesos penales (…).”
32

  

 

 El sistema procesal penal en Colombia, ha sido modificado y adecuado a las 

instrucciones de la Carta Política de 1991, para ceñirse a sus principios y nociones, por lo 

cual han coexistido dos códigos de procedimiento en materia penal, con modelos de 

enjuiciamiento diferentes, dando lugar a la existencia de dos formas y posibilidades de 
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intervención del Ministerio Público distintas, notándose entre ellas importantes diferencias, 

sin que esto signifique “la variación de los fundamentos y fines que enmarcan la razón de 

ser de su participación en el proceso penal, consistentes en la  salvaguarda del orden 

jurídico, del patrimonio público, o los derechos y garantías fundamentales, los que siguen 

siendo comunes en ambos estatutos de procedimiento penal.”  
33

   

 

 La presencia del Ministerio Público, ha sido importante y controversial en las etapas 

procesales de los diferentes códigos de procedimiento penal, como puede observarse en los 

ítems posteriores. 

 

 

3.2 EL MINISTERIO PÚBLICO EN EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, 

DECRETO 2700 DE 1991. 

 

 En este sistema procesal el Ministerio Público es ejercido por el Procurador General 

de la Nación y por sus delegados y su intervención es la de un sujeto procesal y se 

desarrolla de acuerdo a la necesidad para la defensa del orden jurídico, el patrimonio 

público, o de los derechos y garantías fundamentales de los intervinientes (Art.131), 

teniendo en cuenta que a su rol como sujeto procesal se le encarga la función de vigilancia 

de la actuación del juez y del fiscal a efectos de verificar que la misma se ajuste a derecho y 

de no ser así deberá denunciarlos (Art.133) 

 

 Las funciones especiales del Ministerio Público las contempla el artículo 135 de 

éste código y son las siguientes:  

 

 Velar porque en los casos de desistimiento, quien lo formule actúe 

libremente. Presenciar las actuaciones en que se establezca la 
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protección de la identidad del juez, el fiscal o los testigos, garantizando 

el cumplimiento de la ley. 

 Solicitar la preclusión de la investigación y la cesación de 

procedimiento cuando considere que se reúnen los presupuestos 

necesarios para adoptar estas decisiones, 

 En la audiencia pública intervendrá en los casos en que el procesado 

esté amparado por fuero constitucional, en los que se relacionen con 

asuntos de interés público y en aquellos en que hubiese actuado como 

querellante o ejercido la petición especial  

 Intervenir en la audiencia pública para coadyuvar la acusación 

formulada o solicitar sentencia absolutoria,  

 Vigilar el cumplimiento de las obligaciones y prohibiciones impuestas 

en los casos de conminación, caución y detención preventiva. 

 

 

 Se evidencia entonces que la actuación del Ministerio Público, en vigencia del 

decreto 2700 de 1991, además de ser garante por el respeto de los derechos humanos y 

otras principios procesales ha tenido una presencia activa como sujeto procesal y ente de 

control. 

 

3.3 EL MINISTERIO PÚBLICO EN LA LEY 600 DE 2000. 

 

  El Ministerio Público interviene como sujeto procesal con plenas facultades,  

pudiendo ejercer en todas las etapas procesales: en investigación previa, en la instrucción y 

el  juzgamiento, en todas ellas podría solicitar copia de la actuación a sus expensas a 

efectos de desarrollar su función, la cual radica en la búsqueda de la defensa del 

ordenamiento jurídico, la defensa del patrimonio público y la defensa de los derechos y 

garantías fundamentales, incluso actúa  en sede de ejecución de penas en donde es deber del 

Ministerio Público velar por los derechos de los condenados, evidenciándose que bajo este 

sistema de enjuiciamiento penal la actuación de esta figura constitucional es activa. 

 

 La Corte Constitucional frente al rol del Ministerio Público en la Ley 600 de 2000 y 

considerando la validez de sus actuaciones judiciales indica que es imperioso ponerle en 

conocimiento personal las decisiones que por disposición legal deban notificarse, señala 
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además que “debe intervenir siempre en la diligencia de reconocimiento fotográfico, 

necesariamente rendir concepto en el trámite del recurso extraordinario de casación y 

coadyuvar la solicitud de aplicación del trámite de extradición simplificada formulada por 

el requerido y su defensor”.
34

 

 

 Su calidad de sujeto procesal hace que el Ministerio Público en este sistema de 

enjuiciamiento sea un sujeto de esencial con amplias facultades y que impide incluso que 

determinados actos se puedan llevar a cabo sin su presencia y la obligatoriedad de su 

intervención se reafirma con la exigencia legal de participar o estar presente en ciertos actos 

procesales como condición o presupuesto de validez de los mismos, por ejemplo en el 

trámite del recurso extraordinario de casación, en el que se le impone el deber de emitir 

concepto previo a la decisión de fondo por parte de la Corte Constitucional, y en la 

diligencia de reconocimiento a través de fotografías, sin cuya presencia no es posible 

llevarla a cabo. 

 

3.4 EL MINISTERIO PÚBLICO EN LA LEY 906 DE 2004. 

  

 La Ley 906 de 2004, introduce el llamado sistema penal acusatorio en Colombia,  

estableciendo en sus articulados la función del Ministerio en dos ejes fundamentales, el 

primero como garante de los derechos y garantías de los intervinientes y segundo como 

representante de la sociedad en el proceso, situación que permite un amplio espectro de 

facultades de este agente en el nuevo sistema procesal penal. 

 

 Esta entidad en materia penal es un interviniente en el proceso y desarrolla su labor 

a lo largo de la actuación, desde la indagación hasta el juicio oral y público, en donde tercia 

activamente en los actos de investigación realizados por la policía judicial, en coordinación 
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con la Fiscalía, y participa en las diferentes audiencias preliminares, etapa ésta en la cual se 

dispone sobre la afectación o no de derechos y garantías de los intervinientes en el proceso 

penal. 

 

 Desde la ley 95 de 1936 se puede afirmar que, en materia penal, el rol del Ministerio 

Público no presenta variaciones, pues ha conservado su matiz de sujeto procesal, pero esa 

situación no resulta sostenible en un sistema acusatorio, por lo que las funciones atribuidas 

a este órgano, a partir de la ley 906 de 2004, son diferentes y su actuación se desarrolla 

como interviniente dentro del proceso penal. 

 

 Como interviniente en el nuevo esquema procesal penal goza de unas amplias 

facultades, que le permiten actuar en etapas de indagación e incluso intervenir en la fase de 

ejecución de la sentencia, a pesar de que en las discusiones iniciales no se tenía 

presupuestada la existencia del Ministerio Público, por no ser concebible dentro de un 

sistema de partes, en donde la fiscalía es la titular de la acción penal y lleva la dirección de 

la investigación y por su parte la defensa ejerce su labor amparada en una serie de 

postulados garantistas, por lo cual la presencia de una figura de carácter facultativa 

resultaba incoherente. 

 

 No obstante lo anterior, y ante la estructura del código de procedimiento penal, el 

Ministerio Público se presenta en un aparte diferente al de las partes e intervinientes, así lo 

explica en detalle Fernández W., PG 391 (2010): 

 

Bajo la denominación “Ministerio Público”, la Ley 906 de 2004 lo presenta 

en el título IV totalmente separado de las partes e intervinientes, lo que 

indiscutiblemente traduce que no pertenece, jurídicamente, a ninguna de 

estas dos categorías. Sin embargo, la Procuraduría cumple en el antejuicio y 

en el juicio un rol, no solo igual, sino superior al de los adversarios del 

clásico sistema penal acusatorio, caracterizado precisamente por una 

estructura trial que por igualdad y equilibrio rechaza la presencia de más de 

tres actores: dos institucionales, el Juez y el acusador y uno 

institucionalizado, que no es otro que el imputado representado por la 

defensa.  
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  Si bien la ubicación de esta figura jurídica en la Ley 906 de 2004 no es igual a las 

demás partes e intervinientes, lo cierto es que es un interviniente investido de amplias 

facultades que le permiten actuar en las diferentes etapas del proceso penal, pero con una 

particularidad , las cual es que su participación no resulta obligatoria sino facultativa y su 

presencia no afecta la validez de lo que se actué en el sistema procesal acusatorio pues en 

sede de audiencias preliminares, la existencia del juez de control de garantías, propende por 

la protección de derechos y garantías de los intervinientes  y en sede de juicio es menester 

del funcionario judicial velar por el cumplimiento de los derechos y garantías 

constitucionales de todas las partes e intervinientes. 

 

 Estas y otras particularidades permiten resaltar la razón de ser de éste interviniente 

en el proceso penal, que fundamentalmente en la ley 906 de 2004, cumple la función de 

garante de los derechos humanos y de los derechos fundamentales y representante de la 

sociedad en el proceso, pero que su ámbito de acción es tan amplio y facultativo que no 

permite deducir que si ante su inasistencia se afecte la estructura procesal o si por el 

contrario su presencia desarrolla lo pretendido por el legislador al implantar el sistema 

penal acusatorio en Colombia. 

 

 Como garante de los derechos humanos el Ministerio Público ejerce las siguientes 

funciones según el artículo 111, del código de procedimiento penal:   

 

 Procurar que las decisiones judiciales cumplan con los cometidos de lograr la 

verdad y la justicia; 

 Procurar que las condiciones de privación de la libertad como medida cautelar y 

como pena o medida de seguridad se cumplan de conformidad con los tratados 

internacionales, la Carta Política y la ley; 

 Procurar el cumplimiento del debido proceso y el derecho de defensa; 

  Participar, cuando lo considere necesario, en las audiencias conforme a lo 

previsto en este código.  
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 Y como representante de la sociedad en el proceso, según el artículo 111, del código 

de procedimiento penal:  

 

 Solicitar condena o absolución de los acusados e intervenir en la audiencia de 

control judicial de la preclusión;  

 Procurar la indemnización de perjuicios, el restablecimiento y la restauración 

del derecho en los eventos de agravio a los intereses colectivos, solicitar las 

pruebas que a ello conduzcan y las medidas cautelares que procedan; 

 Velar porque se respeten los derechos de las víctimas, testigos, jurados y demás 

intervinientes en el proceso, así como verificar su efectiva protección por el 

Estado; 

 Participar en aquellas diligencias o actuaciones donde proceda la disponibilidad 

del derecho por parte de la víctima individual o colectiva y en las que exista 

disponibilidad oficial de la acción penal, procurando que la voluntad otorgada 

sea real y que no se afecten los derechos de los perjudicados, así como los 

principios de verdad y justicia, en los eventos de aplicación del principio de 

oportunidad. 

 

 La presencia del Ministerio Público en el nuevo sistema procesal penal se justifica 

verificando la esencia propia de la República de Colombia, como Estado Social de 

Derecho, garantista de los derechos humanos y protector del interés general sobre el 

particular, el cual instaura en sus máximas resguardo a las libertades individuales y límites 

al poder estatal; es por lo anterior que en los principios fundantes de la Carta Política, se 

enuncian las facultades intervencionistas del Estado, creándose un sistema de poderes y 

control al mismo,  muestra de ello es la figura misma del Ministerio Público, en cabeza del 

Procurador General de la Nación, el cual está facultado para defender el desarrollo y 

respeto de los derechos humanos y garantías de todos los ciudadanos, principalmente 

aquellos que se ven enfrentados a un juicio penal.  

 

 La Carta Política de 1991 definió al Ministerio Público como ente de control y no 

estableció límites en su participación, lo que facultó al legislador a instaurar las funciones 

de esta figura, por lo cual en el sistema procesal penal, su participación, intervención y 

movilidad ha tenido un amplio campo de acción.  
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3.5 EL MINISTERIO PÚBLICO Y SU PAPEL EN LA INDAGACIÓN Y EN LA 

INVESTIGACIÓN. 

 

 Desde el inicio del sistema procesal penal, una vez recibida la noticia criminal por 

denuncia, querella, petición especial o de oficio, la Fiscalía General de la Nación, (Art. 66 

de la ley 906 de 2004) como titular de la investigación y de la acción penal, desarrolla las 

actividades a seguir a efectos de verificar la materialidad del hecho que se le ha puesto en 

conocimiento y lograr así establecer quién es el autor o participe de la conducta 

correspondiente. 

 

 De acuerdo al artículo 207 (Ley 906 de 2004), en desarrollo de estas actividades, y 

como producto del plan metodológico: 

 

El fiscal ordenará la realización de todas las actividades que no impliquen 

restricción a los derechos fundamentales y que sean conducentes al 

esclarecimiento de los hechos, al descubrimiento de los elementos 

materiales probatorios y evidencia física, a la individualización de los 

autores y partícipes del delito, a la evaluación y cuantificación de los daños 

causados y a la asistencia y protección de las víctimas. 

 

 

 Por lo cual, la investigación no requerirán orden de ninguna autoridad, sólo orden 

del fiscal y legalización posterior, ahora bien cuando ocurra una invasión de gran magnitud 

en la esfera de los derechos y garantías fundamental, será necesaria una orden previa por 

parte del Juez de Control de Garantías. 

 

 Entre mayor complejidad requiera el acto de investigación y mayor sea la invasión a 

la esfera de intimidad e invasión a los derechos y garantías del investigado, gran 

rigurosidad exigirá su práctica; caso contrario a los actos urgentes que al ser hechos de 

investigación que no invaden ostensiblemente derechos y garantías se ejercen por parte de 

los organismos atribuidos con la función de policía judicial sin necesidad de orden por parte 
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del fiscal ni juez, tales como entrevistas, inspección al lugar de los hechos y demás 

similares. 

 Ya cuando el acto de investigación empieza a transgredir derechos y garantías 

requerirá orden previa por parte del fiscal y legalización posterior por parte del Juez de 

Control de Garantías, como es el caso del allanamiento a la morada, por parte de los 

miembros de policía judicial (Artículo 219 de la Ley 906 de 2004). Al respecto la 

honorable Corte Suprema de Justicia ha hecho mención: 

 

En relación con la primera categoría de funciones, esto es, la de garante de 

los derechos humanos y de los derechos fundamentales, al Ministerio 

Público le corresponde, entre otras, las de ejercer vigilancia sobre las 

actuaciones de la policía judicial que puedan afectar garantías 

fundamentales. En tal medida, debe verificar que las diligencias de 

allanamiento no se desvíen de su finalidad  o se realicen sobre elementos u 

objetos no susceptibles de registro  y que se lleven a cabo dentro de los 

términos pre establecidos ; igualmente, que se cumplan los presupuestos, 

objetivos, las limitaciones y el término establecidos para la interceptación 

de comunicaciones, la búsqueda selectiva de datos, los registros y toma de 

muestras corporales, o exámenes científicos que involucren al indiciado o 

imputado, pues en caso contrario, se halla facultado para pedir la 

terminación o la limitación  de la medida, o, de ser el caso, solicitar la 

exclusión de la evidencia obtenida con transgresión del ordenamiento 

jurídico.
35

  

 

 De otra parte, cuando se invade la esfera de derechos y garantías de las personas, 

necesariamente se requiere orden previa por parte del Juez de Control de Garantías, quien 

ante la solicitud y argumentación que hace el fiscal y una vez escuchados los 

planteamientos de los intervinientes, dícese de la víctima o su representante, o el mismo 

Ministerio Público, al verificar la viabilidad constitucional y legal del acto, pero sobre todo 

su necesidad, lo ordena para que sea practicado o de no resultar imperioso su cumplimiento 

lo niega.  

 

                                                 
35

 Corte Suprema de Justicia.  Sala de Casación Penal, 5 de octubre de 2011. Dr. Magistrado Ponente: 

BUSTOS MARTÍNEZ, José Leónidas.  Radicado: 30592  
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 Ante lo anterior se evidencia que el desarrollo del sistema procesal se efectúa con un 

lineamiento garantista en donde se propende por la mínima afectación de derechos y 

garantías estableciéndose parámetros rigurosos para la ejecución de ciertos actos de 

investigación y es allí en donde la intervención del Ministerio Público, como garante de los 

derechos humanos y derechos fundamentales, se materializa pues permite, en conjunto con 

el Juez de Control de Garantías, verificar la legalidad de los actos de investigación 

evacuados y dada su función de garante y representante de la sociedad puede estimar la 

legalidad o ilegalidad del mismo. 

 

 De igual forma, el Ministerio Público, en ejercicio de su papel garantista, tiene la 

potestad de asistir a todas las audiencias preliminares y verificar que ellas se realicen frente 

a los parámetros de legalidad y que el rol que desempeñan los intervinientes en el proceso 

penal sea cumplido por cada uno. 

 

3.6 EL MINISTERIO PÚBLICO Y SU PAPEL EN LA ETAPA DE ACUSACIÓN.  

 

 Según el artículo 336 de la Ley 906 de 2004, con la presentación del escrito de 

acusación, se inicia la etapa de juicio en el nuevo sistema procesal penal, la cual es seguida 

por la audiencia de formulación de acusación ante el Juez de Conocimiento, en la cual se 

determinará la calidad de víctima y se resolverá sobre lo pertinente a impedimentos que 

surjan en esta etapa procesal. 

 

 En dicha audiencia el fiscal efectuará la acusación formalmente y al finalizar la 

misma se fijará fecha y hora para la diligencia preparatoria del juicio, resaltándose en este 

aspecto que el rol del Ministerio Público, no se limita a escuchar la acusación sino que 

comprende la posibilidad de solicitar correcciones o adiciones al escrito de acusación, 

cuando éste no esté ajustado a los parámetros del artículo 337 del código de procedimiento 

penal, además, el escrito de acusación le es entregado a efectos de que conozca los 
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pormenores de la acusación y vele porque el llamado descubrimiento probatorio se haga de 

la forma más completa. 

 

 Cuando el Ministerio Público asista a la audiencia de formulación de acusación, es 

deber del Juez de Conocimiento ponerle de presente el escrito de acusación y darle la 

oportunidad para que se manifieste las observaciones que a bien tenga sobre el mismo y se 

pronuncie sobre causales de impedimento que concurran en el funcionario judicial, 

situación que de presentarse puede o no ser tenida en cuenta por el Juez de Conocimiento y 

de resolverse contrario a la postura del Ministerio Público, éste está legitimado para recurrir 

cuando lo considere. 

 

 En todo caso, el rol del Ministerio Público en la audiencia de formulación de 

acusación se circunscribe a los postulados de legalidad y pretende que su función de 

garante se centre en que la acusación se realice, inicialmente con el respeto de derechos y 

garantías de las partes e intervinientes, y que no concurran nulidades que a la postre afecten 

el proceso y los postulados de economía y celeridad de presentarse un impedimento y no 

ser puesto en conocimiento, por ejemplo. 

  

3.7 EL MINISTERIO PÚBLICO Y SU PAPEL EN LA AUDIENCIA 

PREPARATORIA Y EL DESCUBRIMIENTO PROBATORIO.  

 

 En la audiencia preparatoria se llevará a cabo lo atinente a las solicitudes 

probatorias de cada una de las partes, la fiscalía y la defensa enunciarán las pruebas que 

pretenderán hacer valer y argumentarán lo correspondiente a pertinencia y conducencia a 

fin de que sus pruebas sean decretadas, así mismo se llevarán a cabo las estipulaciones 

probatorias. 

 

 En cuanto a las pruebas solicitadas por las partes e intervinientes el Ministerio 

Público debe velar porque las mismas sean conducentes, procedentes, pertinentes y que 
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cumplan las reglas de admisibilidad a fin de fijar, desde la audiencia preparatoria, lo que se 

desarrollará en el juicio oral y público. El artículo 357 de la Ley 906 de 2004 establece que: 

 

Excepcionalmente, agotadas las solicitudes probatorias de las partes, si el 

Ministerio Público tuviere conocimiento de la existencia de una prueba no 

pedida por éstas que pudiere tener esencial influencia en los resultados del 

juicio, solicitará su práctica. 

 

 En sentencia de la Corte Constitucional, se establece que frente a esta articulado, el 

legislador omitió incluir al representante de las víctimas dentro de las partes o 

intervinientes con facultad para realizar solicitudes probatorias en la audiencia preparatoria 

y que el papel del Ministerio Público no suple dicha exclusión por cuanto este último 

defiende el derecho a la verdad, la justicia y la legalidad y no debe apegarse a los intereses 

de la víctima, en palabras del Honorable Tribunal:  

 

Los intereses que defiende el Ministerio Público en el proceso penal (el 

orden jurídico, el patrimonio público, o los derechos y garantías 

fundamentales, Art. 109 CPP), son muy distintos a los intereses que agencia 

el representante de las víctimas, englobados en los derechos a conocer la 

verdad, a que se haga justicia en su caso, y a obtener reparación.
36

 

 

 Por lo cual, la Corte Constitucional, declaró que los representantes de las víctimas 

en el proceso penal, pueden realizar solicitudes probatorias en la audiencia preparatoria, en 

igualdad de condiciones que la defensa y la fiscalía. 

 

  Lo anterior evidencia la iniciativa probatoria que le asiste al Ministerio Público lo 

que deja en claro que su actuar no es solo de veedor y garante sino que, dada su naturaleza, 

lo motiva un fin esencial de representación de la sociedad en el proceso y de búsqueda de la 

verdad en el juicio.  

                                                 
36

 Corte Constitucional, Sentencia C- 454 de 2006. Magistrado Ponente: Dr. CÓRDOBA TRIVIÑO, Jaime. 

Radicado: D-5978. 
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 Frente a la posibilidad de que el Ministerio Público solicite pruebas para ser 

practicadas en el juicio oral y público se requiere una ponderación más rigurosa sobre el 

decreto o no de las mismas, habida consideración de que éstas eventualmente influyan 

sobre alguna de las pretensiones defendidas, acusación o defensa.  

 

 En cuanto a las estipulaciones probatorias, el papel que desempeña el Ministerio 

Público se circunscribe a la verificación de que las mismas sean legales y que en el proceso 

de dar por ciertos hechos y circunstancias probadas, no desborde la esencia del debate 

probatorio, por ejemplo estipularse la responsabilidad penal, lo que dejaría el debate 

probatorio en la nada. 

 

3.8 EL MINISTERIO PÚBLICO EN EL JUICIO ORAL.  

 

 En la audiencia de juicio oral y público se inicia el debate probatorio y se presenta 

la llamada teoría del caso (Artículo 371 de la ley 906 de 2004) por parte de la fiscalía y la 

defensa, sin que ningún otro interviniente presente esta hipótesis argumentativa ya que de 

lo contrario afectaría el principio de igualdad de armas y el equilibrio argumentativo entre 

defensa y fiscalía que en esta parte se presentase. 

 

 Además de lo anterior, el limitante para que el Ministerio Público presente una 

teoría del caso es apenas lógico, pues de hacerlo estaría contrariando su esencia y 

naturaleza ya que está constituido es como un garante representante de la sociedad y 

defensor de los derechos humanos, lo que indica su neutralidad en las resultas del proceso, 

y de hacerlo evidenciaría su tendencia a verificar alguna de las pretensiones del juicio, la 

absolución o condena. 
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3.9 EL MINISTERIO PÚBLICO, SU ROL EN EL DEBATE PROBATORIO. 

 

 En el debate probatorio las partes intervienen en la práctica de la prueba, ejerciendo 

el interrogatorio y los contrainterrogatorios conforme a la técnica establecida, en esta 

práctica el Ministerio Público, al igual que el Juez, puede hacer preguntas complementarias 

a los testigos a efectos de que la información transmitida por estos sea lo más clara posible. 

 

 Considerando lo anterior en el ejercicio del debate probatorio se corre el riesgo de 

generar un evidente desequilibrio entre las partes, ya que frente a la facultad expresa de 

desarrollar preguntas complementarias por parte del Ministerio Público se puede llegar a 

establecer aspectos que alguna de las partes por negligencia no hizo en su respectivo 

interrogatorio o contra interrogatorio, lo que implica una vigilancia expresa y activa por 

parte del Juez de Conocimiento, precisamente para evitar que el sistema se desnaturalice y 

se afecte ostensiblemente el principio de igualdad de armas y el equilibrio entre las parte en 

el proceso.  

  

 De otra parte, ejerciendo la función de garante que le compete al Ministerio Público, 

éste puede oponerse a las preguntas que formulen las partes, cuando éstas no se ajusten a la 

técnica establecida para el interrogatorio y el contrainterrogatorio, por ejemplo oponerse 

cuando en el interrogatorio directo se formulen preguntas que sugieran la respuesta o que 

sean repetitivas, o en el contrainterrogatorio que sean preguntas confusas y que ofendan a 

los testigos lo que legitima al Ministerio Público para actuar y conjurar ésta desviación en 

el proceso. 

 

 En todo caso, en desarrollo del debate probatorio y del juicio oral, el rol del 

Ministerio Público es limitado y solo se activa, por decirse así, cuando existe violación de 

derechos y garantías, cuando se presente desconocimiento de las ritualidades propias del 

sistema penal y cuando sea necesario dar claridad a un punto específico, la Corte Suprema 

de Justicia, ha ratificado dicha consideración de la siguiente manera:  
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 El Ministerio Público como interviniente, tiene unas facultades limitadas 

en el curso del juicio oral, de acuerdo con las cuales únicamente cuando 

observe manifiesta violación de garantías y derechos fundamentales puede 

solicitar el uso de la palabra ante el juez, y excepcionalmente, con el único 

propósito de conseguir el ‘cabal conocimiento del caso’ el representante de 

la sociedad también podrá interrogar a los testigos, de lo cual se desprende 

que no tiene derecho a contrainterrogar y menos a utilizar la técnica propia 

de este tipo de preguntas, pues aquella facultad no lo autoriza para suplir las 

deficiencias de las partes ni para introducir respuestas a interrogantes que 

fueran válidamente objetados entre ellas. Lo contrario sería permitirle que 

tome partido por una de las partes o se recargue y que en el juicio se 

desequilibre la igualdad que debe existir entre ellas.
37

 

 

 

3.10   EL MINISTERIO PÚBLICO Y LA LEGITIMACIÓN FRENTE AL SENTIDO 

DEL FALLO. 

 

 Una vez terminado el debate probatorio las partes y los intervinientes presentaran 

sus alegaciones finales, sus conclusiones sobre lo que se acaba de ver en el debate 

probatorio y harán su intervención solicitando absolución o condena, basados en las 

pruebas recaudadas, el Ministerio Público hará su intervención como representante de la 

sociedad y demandará al juez de conocimiento que condene o absuelva al procesado así lo 

estipula el articulo 443 de la ley 906 de 2004.  

 

 Ahora bien de acuerdo al Artículo 102 de la ley 906 de 2004, de existir condena se 

iniciará, una vez ejecutoriado el fallo, el incidente de reparación integral el cual se da a 

lugar por solicitud de la víctima o su representante o por solicitud del fiscal o del Ministerio 

Público. 

  

 En Virtud del artículo 102 del Código de Procedimiento Penal, se faculta al 

Ministerio Público para que dé inicio al incidente de reparación integral en busca de la 
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 Óp. Cit., Corte Suprema de Justicia.  Sala de Casación Penal, 5 de octubre de 2011.   
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reparación de las víctimas, que dicho sea de paso, no solo se materializa frente a la 

pretensión económica sino que incluye infinidad de circunstancias en virtud de los derechos 

que a la víctima le asisten como lo son la verdad, justicia y reparación 

 

3.11 EL MINISTERIO PÚBLICO Y SU FACULTAD DE IMPUGNAR 

DECISIONES. 

 

 En atención a la facultad que le asiste al Ministerio Público, de ser representante de 

la sociedad en el proceso penal y garante de los derechos y garantías de los intervinientes 

en el proceso, se encuentra facultado para impugnar decisiones proferidas en el curso del 

proceso, claro está, no deja de ser curioso que la señalada la función del Ministerio Público 

en ejercicio de los medios de impugnación se degrade al no estar limitada pues esta 

actuación se puede confundir claramente con la posición que asume una parte 

transgrediéndose el principio de igualdad de armas. 

 

 Es claro que si la decisión adoptada transgrede derechos y garantías esta debe ser 

impugnada y el Ministerio Público debe ejercer activamente su rol, pero también es cierto 

que al no estar regulada la facultad de impugnación, para este sujeto sui generis, permite 

que se desborde y genere motivaciones diferentes a las referidas, ocasionando en muchos 

casos un desequilibrio entre los extremos procesales, siendo la incitación que impulsa las 

actuaciones de esta figura, en muchas oportunidades únicamente de índole personal.  
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4. ANÁLISIS COMPARADO DEL MINISTERIO PÚBLICO. 

 

 Para dar continuidad al presente documento, es preciso realizar un estudio de 

derecho comparado, sobre el sistema acusatorio, que permita entender el papel del 

Ministerio Público en los procesos penales en otras latitudes, y al mismo tiempo analizar 

cómo esta figura presenta una caracterización sui generis en Colombia, por lo cual da lugar 

a equívocos, en las actuaciones procesales en materia penal en el país. 

 

4.1 SISTEMA ACUSATORIO ANGLOAMERICANO  

 

El primer antecedente en el Sistema Penal Acusatorio en Estados Unidos se origina con la 

llegada de los ingleses a territorio norteamericano, lo cual representó la inclusión de 

tradición jurídica anglosajona a tierras americanas. Según Serrano y García (2008) pg 96 

“en tal sentido, se destaca como relevante la figura de la víctima en torno al derecho penal y 

la influencia que ello tuvo para el ordenamiento penal y procesal penal, en lo que luego 

fueron los Estados Unidos de Norteamérica.”  Pero bien la presión de que la justicia penal, 

debía tener como fundamento el amparo de los intereses de la sociedad dio a lugar a una 

modificación sustancial del régimen de persecución penal, que desencadenó en un proceso 

adversarial  o acusatorio. Por lo cual se pueden señalar las siguientes características del 

sistema Procesal Penal Anglo Americano: 

 

Tabla 1. Sistema Penal Angloamericano. 

Los fiscales federales o persecutor, son funcionarios del poder ejecutivo que dependen, en 

nivel jerárquico, del Fiscal General, quien fija las pautas a seguir para la persecución del 

delito. 

Las órdenes de arresto son emitidas por un juez con base en una “causa probable” que debe 

estar respaldada, en virtud de lo ordenado por la cuarta Enmienda, de una declaración 

juramentada. 

Efectuada la captura, la persona en el menor tiempo posible es llevada ante el juez para 

una vista preliminar en la cual el fiscal expone los argumentos para privar de la libertad y 

el juez resuelve si concede o no la misma bajo fianza. 

Dentro de los 15 días siguientes se debe realizar una audiencia preliminar o “preliminary 
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hearing” en donde el fiscal pone en consideración del juez los cargos para llevar al 

ciudadano a juicio y al final de la audiencia, de existir mérito para tal, el juez así lo 

considerará, de no existir merito se ordenará el retiro de los cargos y la libertad inmediata. 

Previo al juicio, la defensa puede requerir al fiscal para que realice el llamado “discovery” 

a fin de materializar el principio de igualdad de armas. 

El fiscal puede realizar concesiones o “plea bargaining” al procesado a fin de que acepte su 

responsabilidad y renuncie a su derecho a un juicio a cambio de una rebaja en la pena o la 

imputación de menos cargo, en todo caso las concesiones deben ser comunicadas al juez. 

 De no existir declaratoria de culpabilidad se adelanta el juicio cuyo fundamento radica en 

la sexta enmienda que indica que “en todos los procesos criminales el acusado disfrutará 

del derecho a un juicio rápido y público por un jurado imparcial del estado y distrito de 

donde haya cometido el delito” 

El juicio se inicia con la presentación del caso a cargo del fiscal y la defensa y se continúa 

con la presentación de las pruebas y cada una de las partes tendrá derecho a contra 

interrogar o “cross examination” y en virtud de lo estipulado en la sexta enmienda, el 

acusado tiene derecho a carearse con los testigos. 

El juez es quien preside toda la audiencia y las partes son las que practican pruebas y 

presentan argumentaciones, una vez obtenido el veredicto del jurado el juez pronuncia su 

fallo ya sea de carácter absolutorio o condenatorio. 

Es un proceso evidentemente adversarial entre dos partes que se presume se encuentran en 

igualdad de condiciones, por un lado un acusador que pretende demostrar la solidez de los 

cargos y de otro lado la defensa que pretende demostrar la inocencia del acusado. 

El principio de oportunidad tiene un amplio margen de aplicación  por razones como la 

causa probable, la insuficiencia de la prueba o la victimización innecesaria  del ofendido 

implicando esto que la disposición de la acción penal es muy amplia. 

Fuente: Autores. 

 

 

4.2 SISTEMA ACUSATORIO CONTINENTAL EUROPEO. 

 

 A efectos de señalar las características de los sistemas procesales penales de 

tendencia acusatoria de origen europeo es necesario señalar los rasgos comunes y las 

diferencias más notables de estos a fin de tener una mejor comprensión del mismo. 

 

 En Alemania la Fiscalía es una autoridad independiente, no hace parte ni de la rama 

judicial ni de la ejecutiva, contrario a otros países en que la fiscalía hace parte de la rama 
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judicial, implicando que la fiscalía no se vea sometida al poder jerárquico que implique 

sostener una acusación o dejar de acusar.
38

  

 

 Uno de los principios elementales del sistema penal acusatorio europeo es el 

establecimiento del principio de igualdad de armas, tendiente a asegurar que los extremos 

procesales, esto es, acusador y defensa, gocen de los mismos medios para hacer valer sus 

alegaciones.  

 

 De acuerdo a Gómez J., (1997) Alemania, Italia, y Portugal observan la instrucción 

del proceso penal en cabeza del Ministerio Fiscal, por lo cual se han derogado las normas 

que atribuían la competencia al Juez Instructor.  

 

En los mencionados países, la atribución de la competencia para instruir las 

causas penales al Ministerio Público constituyó un cambio importante 

respecto a las regulaciones anteriores, siendo fundamentada con base en 

diversas consideraciones, pero sin tener el mismo alcance en todos esos 

países, ni excluye en ningún caso absolutamente la actividad de un Juez en 

la instrucción penal.(p.16) 

 

 Los juicios están regidos por los principios de oralidad, publicidad y celeridad 

presentándose ciertas diferencias en materia probatoria, en Italia las pruebas irregularmente 

obtenidas se someten a un régimen de nulidades procesales y en Alemania, al no existir una 

regla de exclusión el juez realiza un juicio de proporcionalidad para determinar la validez o 

no de la misma. 

 

Tabla 2. Sistema Penal Italiano. 

En el proceso penal, la fiscalía y el imputado adquieren la titularidad de la iniciativa de instrucción, 

según la cual la regla es la solicitud de prueba a instancia de parte y la excepción, la práctica de 

oficio. 

En cuanto a la disponibilidad de la pretensión punitiva, el legislador italiano le ha reconocido a la 

fiscalía un poder de disponer de la  acusación análogo al del prosecutor norteamericano, que puede 
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ejecutar renunciando a la promoción de la acción penal o revocándola, pero con la diferencia de 

que la confesión del acusado no exonera a la fiscalía de probar su fundamento, tal y como ocurre 

en el régimen del “plea guilty”, debido a que el imputado no goza del derecho de disponer del 

interés sustancial en la represión del delito de acuerdo con el principio de legalidad.  

En cuanto a las facultades de investigación la investigación propiamente dicha está confiada a la 

policía y al fiscal, sin controles efectivos por parte del juez; en el caso continental el fiscal, y en 

este caso el italiano, tiene una soberanía limitada y se reconoce la importancia de la fase de 

instrucción por las delicadas decisiones que pueden tomarse allí, tales como autorización de 

procedimientos coercitivos, práctica de prueba anticipada, prórroga de los términos establecidos en 

la ley, clausura de la fase con archivo del proceso o envío de las actas para acusación, etcétera. En 

este punto se enfatiza que la jurisdicción funge como freno de la acción de la fiscalía para hacer 

respetar los derechos y garantías del imputado. 

En cuanto a la fase de juzgamiento, el juez cuenta con muy poca información sobre la causa, y de 

ahí la necesidad de la exposición introductiva que da inicio al juicio; la ejecución de la prueba 

mediante el examen directo de los testimonios, los peritos y de las partes con una técnica que 

atribuye a la fiscalía y al defensor la facultad de interrogar. El juez cuenta con poderes mínimos, 

como el de plantear temas nuevos y preguntar a los sujetos ya examinados, que le aseguran un 

papel activo en virtud de la búsqueda de la verdad material. 

Fuente: Guerrero (2006). 

 

4.3 EL SISTEMA PROCESAL PENAL VENEZOLANO Y EL ROL DEL 

MINISTERIO PÚBLICO. 

 

 En la República Bolivariana de Venezuela, el sistema de enjuiciamiento procesal 

penal adoptado es el sistema con tendencia acusatoria, de estirpe netamente oral, así lo 

dispone el artículo 14 del Código Orgánico Procedimental Penal Venezolano,  en el cual la 

acción penal es ejercida por los fiscales integrantes del Ministerio Público y en el que se 

pueden distinguir tres etapas principales, una preparatoria, una intermedia y una etapa final 

de juzgamiento. 

 

 En este sistema procedimental penal el titular de la acción penal es el Ministerio 

Público, (Artículo 24 del Código Orgánico Procedimental Penal Venezolano), lo que indica 

que es una parte determinante en este sistema de enjuiciamiento y llevará el estandarte de la 

acusación constituyéndose la acusación en el principio de procedibilidad de la acción penal, 

esto es, no podrá el estado Venezolano juzgar a ningún ciudadano si previamente no ha 
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mediado acusación por parte del Ministerio Público, así lo ha planteado Pérez E., (2011) pg 

201. 

 

 Ahora bien, las funciones del Ministerio Público, entre otras, son la de adelantar la 

investigación de los hechos punibles que lleguen a su conocimiento, dirigir la investigación 

de los mismos, la cual se encuentra a cargo de la policía de investigaciones, formular la 

acusación, solicitar al juez o jueza de control suspender o renunciar a la acción penal, 

ejercer la acción civil, etcétera (Arts. 108 y 111 del Código Orgánico Procedimental Penal 

Venezolano). 

 

 Como se indicó, el procedimiento penal venezolano, se divide en tres etapas a saber, 

una etapa o fase preparatoria, una fase intermedia y una fase de juicio, en donde se realiza 

el debate probatorio y se determina la responsabilidad penal del procesado, etapas regidas 

bajo los principios contenidos en el título preliminar del Código Orgánico Procedimental 

Penal. (Artículos 1 al 23 del Estatuto Procedimental Penal Venezolano) 

 

 La fase preparatoria o sumarial según el artículo 208, de la misma codificación, es 

la que comprende el conjunto de actos que se inician desde que llega a conocimiento del 

estado la ocurrencia de un delito y se extiende hasta que se decide, por parte del 

representante del Ministerio Público, presentar la acusación correspondiente, ésta fase 

comprende los actos procesales de fijación de los elementos materiales del delito antes de 

que haya un imputado concreto, como los actos cumplidos para corroborar o desvirtuar la 

participación del imputado a los efectos de la acusación. (Pérez E., 2011: 397.) 

 

En esta fase hay que distinguir una serie de situaciones que lleven a una correlación de 

actos procesales lógicos y tendientes a reforzar la acusación, existe una llamada 

investigación previa, dentro de la fase preparatoria, la cual es tendiente a determinar, 

inicialmente la ocurrencia de un hecho delictivo y a su vez dilucidar  quién o quienes van a 

ser el imputados y la en la fase preparatoria se determinará si el o los imputados va a ser 

acusados o no (Pérez E., 2011: 399.). 
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 El mismo autor señala que, “una vez llegue a conocimiento del aparato estatal la 

comisión de un hecho delictivo, sea por constatación de oficio, denuncia o por flagrancia” 

(p.401) teniendo en cuenta también la querella que contempla el artículo 292 del C.O.P.P se 

da inicio a estafase preparatorio, en donde se efectúan los actos propios de investigación 

tendientes a esclarecer la ocurrencia de un hecho punible, la determinación de autores y el 

recaudo del material suficiente que sustente la acusación. 

 

Cuando el recaudo de elementos de convicción sea suficiente el Ministerio Público 

proferirá la respectiva acusación, determinándose con este acto la iniciación de la segunda 

fase, la llamada fase intermedia, en la cual  se determinará si habrá juicio o no, ésta fase 

tiene como función: 

 

Depurar, supervisar y controlar los presupuestos o bases de la imputación y 

de la acusación, primero por el ente acusador, y luego por un órgano 

jurisdiccional, distinto al sujeto de la acusación, a fin de establecer si es 

viable a los efectos de la convocatoria del pleno debate penal que constituye 

el juicio oral, o si debe continuarse investigando, o si, por el contrario, es 

procedente el sobreseimiento o, incluso, alguna forma de autocomposición 

procesal. (Pérez E., 2011: 414)  

 

 

De acuerdo al Artículo 331 del Código Orgánico Procedimental Penal, la fase intermedia 

tendrá como conclusión la apertura de juicio oral, el sobreseimiento, la reapertura del 

sumario, la aprobación de los acuerdos celebrados o la suspensión provisional del 

proceso.(Art. 331 y 318 Código Orgánico Procedimental Penal)  

 

 De decretase la apertura de juicio oral se integrará el tribunal y se llevara a cabo la 

audiencia en la cual se debatirá la responsabilidad penal del acusado, en donde la preside un 

juez profesional y los llamados “escabinos”, y se da inicio, previo señalamiento de fecha y 

hora, a la audiencia de debate probatorio, en adonde cada una de las partes, fiscalía y 

defensa, presentaran sus alegaciones iniciales y procederán a la práctica de pruebas en el 
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orden pertinente, procurando que las ofrecidas por la defensa y los turnos para interrogar de 

la misma sean de últimos. (Artículo 362 del Código Orgánico Procedimental Penal). 

 

 Una vez evacuado el debate probatorio, conforme a las ritualidades  que contempla 

el Código Orgánico Procesal Penal, se presentaran las alegaciones finales a cargo de los 

intervinientes y se declarara clausurado el debate, pasando los integrantes del jurado a la 

deliberación en donde se proferirá la correspondiente sentencia de absolución o condena, 

respetándose siempre lo atinente al salvamento de voto. 

 

 Lo anterior señalado hace parte del procedimiento penal venezolano que puede 

denominarse como procedimiento ordinario ya que existe la denominación del 

procedimiento abreviado aplicable a los asuntos en los que media flagrancia o en las 

posibles negociaciones entre el Ministerio Público y la defensa. 

 

 Las anteriores etapas del procedimiento penal venezolano, de estirpe acusatoria, y 

las facultades del titular de la acción penal evidencian que el rol ésta plenamente definido 

respecto del órgano de persecución penal y es el Ministerio Público en éste país el que 

desarrolla esta función teniendo en cuenta que, si bien es cierto se permite la intervención 

de la víctima en ciertas etapas, no hay más sujetos procesales que intervienen 

desnaturalizando la esencia del sistema que pretende que una parte acuse, la otra se 

defienda y un juez imparcial juzgue. 

  

4.4 EL SISTEMA PROCESAL PENAL MEXICANO. 

 

 México, también maneja un esquema procesal penal de corte acusatorio mixto. Sin 

embargo, la figura del Ministerio Público mexicano realiza  funciones equiparables a la de 

la Fiscalía colombiana. Aclarando las partes del esquema procesal penal, Castillo S., pg  

252 (1995), aclara que en dicho proceso se entienden dos especies de intervinientes los 

principales y los colaboradores del proceso, de la siguiente forma:  
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Como se ha visto, en el proceso surgen una serie de relaciones o vínculos 

jurídicos entre los que intervienen: el juez, el Ministerio Público, el 

procesado, la defensa, como sujetos principales; pero es innegable que 

necesariamente, aunque en una forma accesoria, encontramos otros 

elementos que intervienen como: personal policiaco, testigos, peritos, 

etcétera, mismos que consideramos colaboradores en el proceso.  

 

 Teniendo en cuenta lo anterior, se puede determinar que una figura como la del 

Ministerio Público colombiano, no se observa dentro del proceso penal mexicano, los 

sujetos principales se caracterizan por el esquema tripartito clásico del sistema penal 

acusatorio, y, se observa que los llamados “colaboradores del proceso”, son las personas 

encargadas de la introducción de pruebas al proceso. Por tanto la figura del Ministerio 

Público, tal y como está concebida en Colombia es inexistente en el sistema penal 

acusatorio mexicano. 

 

  Si se analiza las funciones realizadas por el Ministerio Público mexicano desde la 

Constitución Política de los de los Estados Unidos Mexicanos se puede deducir que dichas 

funciones son similares a la Fiscalía General de la Nación Colombiana, por tanto siendo 

parte procesal y titular de la acción penal, no se discute su participación dentro del proceso 

penal, como se puede deducir del Artículo 21 de la mencionada Constitución: 

 

Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a 

las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio 

de esta función. El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al 

Ministerio Público. La ley determinará los casos en que los particulares podrán 

ejercer la acción penal ante la autoridad judicial. La imposición de las penas, su 

modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial. Compete 

a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los 

reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa, 

arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si el 

infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el 

arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas. Si 

el infractor de los reglamentos gubernativos y de policía fuese jornalero, obrero o 

trabajador, no podrá ser sancionado con multa mayor del importe de su jornal o 

salario de un día. Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa que se 
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imponga por infracción de los reglamentos gubernativos y de policía, no excederá 

del equivalente a un día de su ingreso. El Ministerio Público podrá considerar 

criterios de oportunidad para el ejercicio de la acción penal, en los supuestos y 

condiciones que fije la ley. 

 

 Por lo anterior, al comparar las figuras del Ministerio Público mexicano con el 

colombiano, se puede deducir que, dichas funciones, así como la titularidad del ius 

puniendi, son similares con la Fiscalía Colombiana. Por tanto una tercera entidad garante 

del cumplimiento de los derechos humanos, no tiene cabida dentro del sistema penal 

mexicano.  
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5. MARCO JURISPRUDENCIAL DE LA FIGURA DEL MINISTERIO PÚBLICO. 

 

 La presencia del Ministerio Público dentro del sistema penal acusatorio, tal y como 

ha sido concebido en Colombia, ha causado controversia y diversas interpretaciones, 

máxime si se tiene en cuenta que la estructura acusatoria y los principios que rigen éste 

modelo de enjuiciamiento, no permite, en esencia,  la presencia de sujetos procesales 

diferentes a quien lleva el estandarte de la acusación y quien ejerce la defensa. 

 

 Éste aspecto ha sido abordado por la Corte  Constitucional, entidad que en el intento 

de entender el rol del Ministerio Público en el sistema penal acusatorio colombiano, ha 

señalado las características fundamentales que acompañan a esta institución  y su rol al 

interior del sistema de enjuiciamiento penal de corte acusatorio adoptado por Colombia. 

 

 Inicialmente el Tribunal Constitucional ha señalado, que el rol del Ministerio 

Público se circunscribe al de un interviniente principal y discreto habida consideración de 

la doble connotación que le asiste, esto es, garante del cumplimiento de los derechos y 

garantías procesales de las partes e intervinientes en el proceso penal y representante de la 

sociedad en el proceso, así lo señala el Órgano Constitucional: 

 

En un comienzo, la idea consistía en replantear las funciones del Ministerio 

Público en el proceso penal, ya que, tal y como se defendía en el proyecto 

presentado por el Gobierno, al otorgarse a los jueces de garantías el control 

de la legalidad de las medidas limitativas de derechos, la presencia del 

Ministerio Público dentro del esquema propuesto era innecesaria.
39

 

 

 En diferentes pronunciamientos la Corte Constitucional ha señalado cual es el rol, el 

papel fundamental y la justificación de la existencia del Ministerio Público al interior del 

Sistema Penal Acusatorio. En los inicios de la entrada en vigencia del sistema penal 

acusatorio en Colombia los pronunciamientos entorno al rol y la justificación del Ministerio 

                                                 
39

 Corte Constitucional, Sentencia C-966 de 2003. Magistrado Ponente: Dr. MONROY CABRA, Gerardo. 

Radicado: D-4475. 
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Público, por parte de las Altas Cortes, han sido escasos, hablándose de éste tema solo de 

manera tangencial y resolviendo situaciones jurídicas diferentes que llevaron a referir el 

Ministerio Público sólo sobre sus más elementales características. 

 

 Uno de esos primeros pronunciamientos en donde se toca el tema referente al 

Ministerio Público, se limita a enunciar sus funciones, tal y como se encuentran señaladas 

en la norma, y frente al problema jurídico que se plantea concluye la Honorable Corte 

Constitucional, la exequibilidad condicionada de algunas normas, entre ellas lo referente al 

archivo de las diligencias por parte de la fiscalía, señalando que dada la connotación del 

Ministerio Público es deber comunicarle sobre el archivo de las diligencias. 

 

 En otra oportunidad, al momento de resolver si la facultad otorgada al Ministerio 

Público para que solicitase medidas cautelares a favor de los menores era inconstitucional, 

La Corte Constitucional señaló en ese momento que: “es viable desarrollar un trato 

diferente, entre las víctimas del delito, a favor de los menores  y legitima la facultad del 

Ministerio Público para solicitar, a favor de estos, medidas cautelares,”
40

 sin embargo, la 

referencia que se hace del Ministerio Público se circunscribe a señalar si es inconstitucional 

o no que solicite la medida cautelar a favor de unos y de otros no, sin adentrarse en la 

justificación, naturaleza y rol de esta figura al interior del sistema procesal. 

 

 Sin embargo, a pesar de  la corta referencia que jurisprudencialmente se había hecho 

sobre el Ministerio Público, se inicia con la especificación sobre el rol, facultades y 

justificación a partir de un pronunciamiento de la Corte Constitucional, en donde señala, 

como característica principal del Ministerio Público al interior del Sistema Procesal 

colombiano refriéndose así: “El Ministerio público es a la vez un interviniente “principal” y 

“discreto” del proceso penal.”
41

 

                                                 
40

 Corte Constitucional. Sentencia C-210 de 2007. Magistrado Ponente: Dr. MONROY CABRA, Marco 

Gerardo. Radicado: D-6405. 

41
 Corte Constitucional. Sentencia C-144 de 2010 Magistrado Ponente. Dr. HENAO, Juan Carlos. Radicado:  
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 Ante lo anterior y frente a la particular existencia del Ministerio Público al interior 

del sistema penal acusatorio colombiano, se señala como un ente propio del sistema, 

connatural al mismo, habida consideración de su reglamentación constitucional ya que se 

indica que seguirá, en virtud del más reciente sistema procesal penal, ejerciendo las mismas 

funciones en investigación y juzgamiento. 

 

 Se llega a la anterior conclusión teniendo en cuenta que al ser el Ministerio Público 

un órgano constitucionalmente instituido y al existir un evidente límite frente a su 

actuación, ya que no es parte activa ni defiende una pretensión específica dentro de la 

estructura del proceso, lo anterior a efectos de no desnaturalizar la característica adversarial 

del sistema procesal penal. 

 

 Se tiene entonces que el Ministerio Público es un interviniente cuya participación es 

fundamental para el sistema penal acusatorio, por lo menos para el colombiano, pues así lo 

señaló el mismo constituyente, tal y como lo reconoce la honorable Corte Constitucional al 

señalar que, si bien estamos en presencia de un sistema de corte acusatorio, no obsta para 

que el legislador, dentro de la órbita de la libertad de configuración legislativa, establezca el 

rol, las funciones y los limites propios de este interviniente señalándose que:  

 

El ejercicio de sus funciones plantea por tanto el riguroso cumplimiento de 

la legalidad, así como la procura de los fines para los cuales desde tiempo 

atrás se le ha instituido como interviniente procesal, evitando desequilibrios 

y excesos a favor o en contra de alguna de las partes o intereses en disputa, 

con el despliegue de una actuación objetiva que en definitiva mejore las 

condiciones para que en el proceso se alcance una decisión justa y 

conforme a Derecho.
42

 

 

 En reciente pronunciamiento la Corte Suprema de Justicia, aborda nuevamente el 

tema atinente al Ministerio Público y su rol al interior del sistema procedimental penal, 

                                                 
42

 Ibíd.  
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especificando “su carácter de autónomo e independiente”,
43

 correspondiendo a una figura 

propia dentro del sistema penal adoptado, dejando claro que su existencia dentro de un 

sistema adversarial, es complicada de por sí. 

 

 En el referido pronunciamiento se hace mención sobre la particularidad de esta 

figura en el sistema y se resalta que, incluso el mismo legislador, reconoce que ésta figura 

es ajena a un modelo de enjuiciamiento de corte acusatorio por lo que se desarrolla la 

discusión hasta concluir que el Ministerio Público, para el sistema penal acusatorio 

Colombiano se perfila como un organismo propio, eso es sin ser parte ni interviniente, de 

allí la razón de ser de su ubicación en la codificación de la Ley 906 de 2004. En palabras de 

la Alta Corte:  

Pese a que el órgano constituyente comprendió perfectamente que se trataba 

de una figura ajena por completo a un sistema procesal de tipo acusatorio , 

por eso, quizás, en las actas de discusión del proyecto que finalmente habría 

de convertirse en la ley que le dio desarrollo al modelo, se observa cómo 

desde un comienzo surgieron divergencias en relación con el rol del 

Ministerio Público y sus funciones en el nuevo modelo de procesamiento 

penal, pues se discutía su inscripción dentro del concepto de parte, de sujeto 

procesal, o de simple interviniente, dilema que no tuvo cabida en el anterior 

modelo, según ha sido visto.
44

 

 

 Dado el carácter dual, referente al interviniente principal y discreto, establecido por 

la misma carta superior, y a la imperiosa necesidad de que el actuar del Ministerio Público 

no genere un desequilibrio entre las partes que, conforme a la estructura del sistema 

adversarial, defienden una pretensión clara, de acusación o defensa, se requiere el apego al 

principio de legalidad y a la interpretación que del rol del Ministerio Público hagan las 

Altas Cortes. 

 

 No obstante lo anterior, y frente a las diferentes actuaciones que se presentan en el 

sistema penal acusatorio, no  se genera invalidez de actos de investigación ni de diligencias 
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 Óp. Cit., Corte Suprema de Justicia.  Sala de Casación Penal, 5 de octubre de 2011.  

44
 Ibíd. 
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por la inasistencia del Ministerio Público, por lo cual, lo que hace relevante el respeto del 

rol a esta figura, es lo concerniente a su comunicación, a su citación a las diligencias que se 

lleven a cabo, esto teniendo en cuenta su facultad discrecional. La Corte Constitucional, 

también ha hecho mención sobre el papel que está llamado a cumplir el Ministerio Público 

durante los interrogatorios realizados en la audiencia de juzgamiento: 

 

Queda claro que la ley no limita temporalmente la intervención del 

Ministerio Público, con lo cual no basta con adelantar un análisis simplista 

de cada uno de los tiempos empleados por la Fiscalía, la defensa y el agente 

fiscal. No se trata, en efecto, de concluir que por ser más extensa o dilatada 

la participación de este último automáticamente se desbordó el marco legal 

que regula su intervención procesal. Por el contrario, el límite está dado por 

aspectos materiales, es decir, por la conexidad que exista entre 

los temas planteados por la Fiscalía y aquellos desarrollados por el 

Ministerio Público. En tal sentido, un agente fiscal que decida abordar 

temáticas completamente diferentes o ajenas a  aquellas planteadas por el 

ente acusador, sin lugar a dudas, desborda los límites de su participación en 

el proceso
45

 

 

 Pretender la validez de los actos sólo con la presencia del Ministerio Público 

implica la desnaturalización del proceso, igual sucede con el conocimiento de los elementos 

materiales probatorios, tanto de la fiscalía como de la defensa, al que debe remitirse a los 

momentos procesales establecidos para llevar a cabo el descubrimiento probatorio pues de 

conocerlos, de forma anticipada, genera desequilibrio y como se anotó, desnaturaliza el 

sistema. 

 

 En el referido pronunciamiento se señala, como es evidente, la dificultad que genera 

la existencia del Ministerio Público al interior del nuevo sistema procesal penal, pero a su 

vez indica las razones de su actuar, habida consideración de su consagración constitucional, 

resaltando la labor del Juez, frente al ejercicio del Ministerio Público, ya que debe conducir 

la actuación a fin de que no sea desbordada y genere, a la postre, un desequilibrio y una 
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 Corte Constitucional. Sentencia T-503 de 2011. Magistrado Ponente: SIERRA PORTO, 

Humberto Antonio. Radicado: T- 3.003.508. 
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desigualdad de armas entre los adversarios en el sistema procesal, a saber el ente acusador y 

la defensa.  

 

5.1  EL MINISTERIO PÚBLICO Y EL SENTIDO DEL FALLO, ENFOQUE 

JURISPRUDENCIAL. 

 

 Hasta ahora se ha visto cómo se ha desarrollado el concepto de la participación del 

Ministerio Público en el sistema penal acusatorio colombiano actual, por parte de la Corte 

Constitucional a través de su jurisprudencia. Sin embargo, se hace necesario mirar algunos 

fallos en los cuales se ha tenido en cuenta el pronunciamiento del Ministerio Público en el 

momento de elaborar los argumentos para la decisión por parte del juzgador.  

 

En sentencia del 5 de octubre de 2011
46

, la Corte Suprema de Justicia absuelve a 

una funcionaria de la Procuraduría, quien era investigada por prevaricato por omisión al no 

haberse pronunciado respecto a una solicitud de preclusión de investigación, presuntamente 

ilegal, la cual se surtió. En dicho caso, la defensa se basó en que “de acuerdo con lo 

previsto en los artículos 277.7 de la Constitución Nacional y 125 del Código de 

Procedimiento Penal, es DISCRECIONAL, y que el silencio, en consecuencia,  no puede 

dar lugar a la tipificación del delito de prevaricato por omisión”.  

 

El Ministerio Público, al respecto solicitó la absolución argumentando que el actuar 

de la procesada careció de dolo toda vez que su participación dentro del proceso se surtió 

con la notificación de la resolución de preclusión de la investigación y que la impugnación 

o no de la misma no era obligatoria, siempre y cuando se hubiese surtido adecuadamente el 

trámite de notificación de la providencia.  
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 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. Proceso N° 30592, Sentencia del 5 de octubre 

2011. Magistrado Ponente: BUSTOS MARTÍNEZ, José Leónidas.  
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Finalmente, la Corte decide absolver a la funcionaria por no haberse configurado 

probatoriamente el dolo para un delito que lo exige estrictamente, a su vez que argumentó  

 

En ejercicio de su discrecionalidad
47

, el Ministerio Público decida asistir a 

la audiencia de formulación de acusación
48

, el ordenamiento procesal 

dispone que el juez de conocimiento debe correrle traslado del escrito de 

acusación presentado por la Fiscalía, a fin de que, si lo considera necesario,  

pueda expresar oralmente los motivos de incompetencia, impedimento, 

recusación y nulidad que advierta, así como para formular las observaciones 

que estime pertinente sobre el escrito de acusación. 

 

 En este caso, debido a que esta Corte también se pronuncia sobre la intervención del 

Ministerio Público en el proceso penal, vale la pena resaltar lo siguiente: 

 

Bajo este panorama, frente al nuevo proceso, en la indagación, la 

investigación y el juzgamiento, se le asignan diversas funciones 

relacionadas, algunas, con su condición de garante de los derechos humanos 

y de los derechos fundamentales y, otras, que comprometen su gestión 

como representante de la sociedad. Funciones, casi todas, signadas por la 

contingencia de su actuación, lo cual significa que la legalidad del proceso 

o la existencia o validez de una audiencia o diligencia determinada, no 

quedará comprometida en ausencia de su ejercicio, siempre y cuando se le 

hubiere convocado con la debida antelación a ella a fin de posibilitar su 

asistencia, pues es la forma como el modelo asegura que pueda cumplir los 

cometidos que constitucional y legalmente le han sido asignados. 

 

 

 Otro caso que vale la pena mencionar, por la relevancia de la participación del 

Ministerio Público en el caso, es el discutido en la sentencia del 26 de septiembre de 

2012
49

, expedida por el Tribunal Superior de Bogotá, en el cual los agentes del Ministerio 

                                                 
47

 Artículo 111.1.g) de la Ley 906 de 2004: “Participar cuando lo considere necesario, en las 

audiencias conforme a lo previsto en este código”. 

48  Artículos 338 y siguientes de la Ley 906 de 2004. 

49
 Tribunal Superior Bogotá, Radicado 11001220400020122704 00, Sentencia del 26 de septiembre 

de 2012, Magistrado Ponente: POVEDA PERDOMO, Alberto  
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Público interponen acción de tutela contra el Juzgado 60 Penal Municipal con Función de 

Control de Garantías, con fundamento en que las medidas preventivas de aseguramiento la 

prohibición de salir del país y la presentación periódica ante las autoridades judiciales 

decretadas contra el procesado, no eran apropiadas, solicitando que se decretara la 

detención preventiva en establecimiento carcelario.  

 

 Si bien en esta ocasión el Tribunal consideró que la acción de tutela era 

improcedente, la importancia de la mención de este caso deviene de la muestra en el actuar 

de los agentes del Ministerio Público y la influencia que puede llegar a ejercer su 

intervención dentro del proceso.  
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6. CONCLUSIONES. 

 

 

El Estado Colombiano, como Estado Social de Derecho tiene dentro de sus 

funciones principales y constitucionales la de salvaguardar los derechos de todos sus 

ciudadanos, fundamentalmente el de la dignidad humana.  

 

 

En la Constitución Política Colombiana de 1991, se establece la existencia del 

Ministerio Público, cuyo fin es garantizar y salvaguardar los derechos constitucionales de 

todos los ciudadanos, quedando dicha facultad en cabeza de la Procuraduría, facultando así 

su intervención en los procesos judiciales, en los casos en que sea necesario proteger el 

orden jurídico.  

 

 

El encargo de la función mencionada anteriormente generó que se impusieran al 

Ministerio Público una amplia gama de facultades que le permiten participar e intervenir en 

todas las etapas de un proceso judicial, capacidades que lo llevan hasta a solicitar 

absolución o condena en el sentido del fallo o impugnar una decisión judicial.  

 

 

Teniendo en cuenta que dentro de los principios que deben guiar un proceso judicial 

se tiene el de igualdad de las partes, al tener el Ministerio Público la facultad de influir 

sobre el sentido del fallo e impugnar decisiones, podría causarse un desequilibrio procesal, 

desbordando las funciones que le son propias al Estados.  

 

 

En virtud de lo anterior, se ha visto que la participación del Ministerio Público en el 

sistema penal acusatorio colombiano establecido por la Ley 906 de 2004, resulta bastante 

controversial, por lo que se hace necesario que este tema sea objeto de estudio.  



100 

 

Con la entrada en vigencia de dicha norma, se implementaron nuevas figuras como 

la del juez de control de garantías, el principio de oportunidad y en general la implantación 

de un nuevo esquema de procedimiento, centrándose en la oralidad con el fin de propender 

por la celeridad procesal.  

 

 

Esta participación se lleva a cabo a través de las Procuradurías Delegadas para la 

Casación Penal, las Procuradurías Delegadas para la Investigación y Juzgamiento Penal, la 

Procuraduría Delegada para el Ministerio Público en Asuntos Penales, los Procuradores 

Judiciales en lo Penal, los Personeros Distritales y Municipales, y  los agentes especiales. 

 

 

Al respecto, se han realizado distintos estudios investigativos sobre el tema objeto 

de discusión, en los cuales se entiende al Ministerio Público como un ente autónomo, pues 

sus actuaciones no deben beneficiar a la parte acusada o acusatoria, sino que obedece a la 

salvaguarda de los derechos de las partes y de los principios procesales como tal, además de 

que no es sujeto procesal, pues esta categoría aparece normativamente reservada a la 

Fiscalía General de la Nación y la defensa.  

 

 

La participación de dicha entidad en las actividades investigativas de la Policía 

Judicial no tiene o sólo puede lograr su intervención en las oportunidades y condiciones 

procesalmente establecidas, a las cuales debe sujetarse, pues lo contrario implicaría suponer 

que goza de privilegios frente a la fiscalía, la defensa o las víctimas.  

 

 

Ahora bien, teniendo en cuenta que el sistema penal acusatorio en Colombia, 

desarrolla la teoría garantista, es viable el cuestionamiento sobre la existencia de uno de los 

intervinientes en la dinámica procesal como lo es el Ministerio Público.  
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El Ministerio Público nace históricamente como una figura para la vigilancia y 

control de la correcta administración pública, posteriormente adquiere funciones de 

acusación, las de velar por el ejercicio y efectividad del derecho de petición y actuar en 

defensa del orden jurídico, del patrimonio público, o de los derechos o garantías 

fundamentales, fue producto del avanzar y evolución histórico- legislativo del país.  

 

 

La función propia de dicho organismos, que consiste en velar por el respeto de 

derechos humanos, la protección del patrimonio público y el orden jurídico, implica que 

desarrolle la función al igual que lo hacen los jueces de la república, orientados ´por el 

principio de imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. 

 

 

Sin embargo la imparcialidad no es evidente ante la es la posibilidad que tiene de 

hacer preguntas complementarias en práctica de testimonios en el debate probatorio, 

facultad esta que solo le es otorgada al Juez y al Ministerio Público, las cuales, si bien 

pretenden el esclarecimiento de los hechos, dan lugar a apreciaciones subjetivas y un 

evidente desequilibrio ya que el desbordamiento en las preguntas implica que el juez de 

conocimiento limite la intervención y éste atento para que no se cree el desequilibrio entre 

las partes.  

 

 

En relación al sistema penal acusatorio colombiano, una de las características más 

particulares es la presencia del Ministerio Público, quien en éste nuevo sistema de 

enjuiciamiento continua ejerciendo las funciones contempladas en el artículo 277 de la 

Constitución política, pero su rol y participación en el sistema penal acusatorio es objeto de 

controversia. 
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El sistema penal acusatorio colombiano, instaurado a través de la Ley 906 de 2004, 

se rige por unos principios constitucionales, a saber: la dignidad humana, teniendo en 

cuenta que ninguna persona puede ser sometida a tratos crueles o inhumanos y que todo el 

actuar del Estado será en procura de la dignidad humana, especialmente, tratándose de un 

procesado, la prevalencia de tratados internacionales, aquellos que sean ratificados por 

Colombia y los que obedezcan al Derecho Internacional Humanitario; la igualdad, teniendo 

en cuenta el concepto de discriminación positiva y garantizando las mismas oportunidades 

de acceso de las partes a las pruebas y a las diferentes etapas durante el proceso,  

imparcialidad, legalidad y favorabilidad, la presunción de la inocencia, la defensa, entre 

otros.  

 

 

De la misma manera, se incluyeron en este sistema otros principios que fueron 

integrados al sistema y que son más novedosos como el de oralidad, publicidad e  

inmediación, propios del nuevo sistema, basando el proceso en audiencias  lo que significó 

no sólo innovación en la legislación colombiana, sino en los requisitos técnicos y 

tecnológicos para el desarrollo del proceso como tal; el derecho de las víctimas y el de 

inmediación. 

 

 

Por lo que se pudo ver a lo largo de la investigación, la presencia del Ministerio 

Público, ha sido importante y controversial en las etapas procesales de los diferentes 

códigos de procedimiento penal. 

 

 

Inicialmente, la actuación del Ministerio Público, en vigencia del decreto 2700 de 

1991, además de ser garante por el respeto de los derechos humanos y otras principios 

procesales ha tenido una presencia activa como sujeto procesal y ente de control.  
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Con la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004, las funciones otorgadas llegan a 

darle la facultad de concurrir a determinados actos sin que su presencia constituya un 

parámetro fundamental para la validez de la actuación. 

 

 

Dicha participación en el proceso penal se justifica en el cumplimiento de la función 

garantista de los derechos de los ciudadanos que debe cumplir el Estado, especialmente, de 

aquellos que son objeto de juicio penal, función que se valida con la presencia del 

Ministerio Público dentro del mismo, sin embargo, en atención a que el respeto de los 

derechos y garantías atañen no solo al ministerio público sino a todos los intervinientes en 

el proceso, en especial dentro de las obligaciones establecidas a los funcionarios judiciales 

y la incorporación del juez de control de garantías, la necesidad del ministerio público no es 

clara.  

 

 

Lo anterior se desarrolla en las actividades que realiza dicha entidad a lo largo del 

proceso, teniendo la posibilidad de asistir a todas las audiencias desde la etapa de 

indagación preliminar hasta el juicio oral, verificando que no se vulneren los derechos de 

las partes, que no ocurra ninguna causal de nulidad y verificando la legalidad de las 

pruebas, entre otras.  

 

 

En el juicio, el Ministerio Público está limitado para presentar una teoría del caso, 

pues ello afectaría el equilibrio procesal entre las partes, pero sí tiene la potestad de solicitar 

al Juez de Conocimiento absolución o condena, influyendo en el sentido del fallo.  

 

 

Además de ello, el Ministerio Público tiene la facultad de impugnar la decisión, con 

fundamento en su función de garante de los derechos de las partes y representante de la 

sociedad en el proceso, sin embargo, esta facultad no tiene ningún tipo de limitante. 
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En consecuencia, se puede establecer que la existencia del Ministerio Público dentro 

del sistema penal Colombiano es una figura sui generis, por cuanto tiene amplias facultades 

para intervenir en el proceso sin ser parte, lo cual va contra los postulados del sistema penal 

acusatorio puro, que se entiende de forma adversarial. 

 

 

 Dentro del derecho comparado en Latinoamérica, no se puede comparar la figura 

del Ministerio Publico, tal y como está estipulado en ordenamiento legal colombiano, 

porque dicho nombre le es dado a las entidades que cumplen la función de agente fiscal o 

acusador.  

 

 

 En Venezuela, por ejemplo, el rol de acusación y el titular de la acción penal  es 

propio del Ministerio Público, teniendo en cuenta que, si bien es cierto se permite la 

intervención de la víctima en ciertas etapas, no hay más sujetos procesales que intervienen 

desnaturalizando la esencia del sistema que pretende que una parte acuse, la otra se 

defienda y un juez imparcial juzgue.  

 

 

De manera semejante sucede en México, país en el que el Ministerio Público ostenta 

el rol de acusador, por lo que se puede decir que en estos países la función del Ministerio 

Público es equiparable a la de la Fiscalía en Colombia.  

 

 

 Así mismo, sucede al realizar el ejercicio comparativo con los sistemas penales de 

algunos países de Europa, donde no existe como tal una figura comparable con la del 

Ministerio Público en Colombia.  
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En dicho continente se procura dar las condiciones legales y procesales que conlleven al 

equilibrio entre las partes, como, por ejemplo, en Alemania donde la Fiscalía es un ente 

autónomo que no está sometido a ninguna presión jerárquica de alguna de las ramas del 

poder público.  

 

 

 Según análisis de la Corte Constitucional, el sistema penal acusatorio implementado 

por la Ley 906 de 2004, no obedece estrictamente a ninguno de los sistemas establecidos en 

Europa o el Anglosajón, pues en él existen características propias, entre ellas la 

participación del Ministerio Público dentro del proceso.  

 

 

 La concepción del Ministerio Publico como está regulada por la Ley 906 del 2004, 

es muy parecida a la (o igual) de su predecesora Ley 600, por tanto parece ser una figura 

importada de la anterior Ley, cuyas funciones no eran extrañas dentro del Sistema 

Inquisitivo, pero dichas facultades han creado conflicto dentro del sistema adversarial. 

 

 

 La Corte Constitucional, en un principio, se limitó a pronunciarse respecto a sus 

características y limitaciones; sin embargo, teniendo en cuenta que la facultad de garante de 

la legalidad y los derechos del procesado fue otorgada a los jueces de garantías, la figura 

del Ministerio Público resulta innecesaria o al menos controversial dentro del proceso 

penal. 

 

 

Posteriormente y a lo largo de sus pronunciamientos, aún sostiene que no rompe el 

equilibrio de las partes en el proceso penal e incluso concibe  que el Ministerio Público 

garantiza los derechos de estas de manera proporcionada, pues es catalogado no como 

sujeto procesal, sino como un interviniente que se instituye en figura objetiva y neutral, que 

vela por el cumplimiento de los derechos de los imputados y de los intereses de la sociedad; 
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pero así mismo, reconociendo que su presencia y participación en un sistema adversarial es, 

de hecho, complicada.  

 

 

De lo anterior, es evidente que la participación del Ministerio Público en el sistema 

penal acusatorio colombiano es complicada y que, de no tener las limitantes legales y 

procesales adecuadas, puede llegar a desbordar las funciones que le son propias dentro del 

mismo generando un desequilibrio entre el ente acusador y el procesado.  

 

  

 Las razones de necesidad de la figura del Ministerio Público, no resultan suficientes 

en un proceso penal de corte acusatorio como el implantado en Colombia, puesto que el 

mismo juez debe ser garante de los derechos fundamentales y la igualdad de armas entre 

acusador y acusado, no debe ser irrumpida por un tercero, que es facultativo y puede 

orientarse a su propio criterio, sin ninguna clase de limitación, para favorecer a alguno de 

los intervinientes.  

 

 

 Si bien es cierto, que a través de la participación del Ministerio Público dentro de 

los procesos penales del sistema se busca una mayor y mejor garantía de los derechos de las 

partes y los principios generales del derecho que rigen la labor de juzgamiento, su 

participación llega en algunos casos a desequilibrar la relación de igualdad entre la parte la 

acusatoria y la defensa, pues así mismo, esta entidad tiene otras facultades que le son 

propias de Juez como la de poder hacer preguntas complementarias, actuaciones estas que 

deben ser imparciales.  

 

 

 El rol del ministerio público en el sistema penal acusatorio no se puede circunscribir 

al de una parte o un simple interviniente, pues no ejerce una pretensión definida para 

catalogarse como parte y su intervención no es mínima para ser un simple interviniente por 
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lo que se puede indicar que es un súper interviniente en el proceso penal dadas las 

facultades que le atañen. 

 

Se advierte que en el sistema procesal acusatorio, por voluntad del órgano 

legislativo, el Ministerio Público no es  sujeto procesal, toda vez que esta 

categoría aparece normativamente reservada a la Fiscalía General de la 

Nación -en quien recae la obligación de adelantar el ejercicio de la acción 

penal -, y a la defensa -esto es, el procesado y su defensor (…) Tampoco es 

un interviniente, dado que no persigue la definición de un interés particular. 
50

 

  

 

 A su vez, el Ministerio Público ostenta facultades que son propias de las partes, 

como la de solicitar un sentido del fallo y la de impugnar las decisiones judiciales que 

considere pertinentes, debiendo asumir necesariamente una posición a favor o en contra 

alejándose de su posición de garante.  

 

 

 Por otro lado, la implementación de la figura del Juez de Garantías no se trató 

simplemente de un capricho, sino de la necesidad misma de cumplir con las funciones 

propias del Estado Social de Derecho colombiano, las cuales son obligatorias ante sus 

ciudadanos, especialmente cuando se trata de quien se encuentra siendo objeto de una 

investigación penal.  

 

 

 Así pues, se evidencia que la función de garante de derechos de las partes dentro del 

proceso penal corresponde al Juez de Garantías o juez de conocimiento, según la etapa 

procesal, haciéndose inoficiosa o quizás redundante, la labor impuesta al Ministerio Público 

dentro del mismo. 

 

                                                 
50

 Ibíd.  
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 Aunque las facultades impuestas a esta entidad están limitadas por principios 

generales bajo los cuales debe regirse su actuación, puede suceder que este llegue a 

desequilibrar las cargas, así no sea considerado un sujeto procesal, puede intervenir en el 

proceso haciendo solicitudes que les son propias al actuar de las partes.  

 

 

 En consecuencia, el actuar del Ministerio Público dentro del proceso en el nuevo 

sistema penal acusatorio colombiano no sólo resulta controversial, sino que puede llegar a 

decirse que contradictorio, pues si bien exige imparcialidad en sus intervenciones no existe 

limitante normativo, ni posición jurisprudencial clara, que limite la actuación del ministerio 

público obligando al funcionario judicial estar atento a fin de evitar un desequilibrio en la 

dinámica procesal. 

 

 

También se le otorga la facultad de tomar posición frente al sentido del fallo, 

situación que en su momento resulta inoficiosa o, en su defecto, puede llegar a dificultar la 

labor del juez al inclinar la balanza con sus intervenciones, desbordando así las funciones 

que le fueron impuestas y generando un desequilibrio entre las partes.  

 

 

 Así las cosas, resulta inoficiosa la participación de la entidad en los procesos 

penales, pues las funciones del Estado están ya cubiertas por parte de la figura del juez de 

garantías y no es necesario que el juez de conocimiento tenga una solicitud más a favor o 

en contra de la acusación.  

 

 

 Otro de los argumentos notorios en la investigación, por parte de las altas cortes en 

su jurisprudencia fue el reconocimiento de la necesidad de la intervención del Ministerio 

Público en el sistema penal de la Ley 600 de 2000, en el cual se requería su vigilancia y 

constante intervención con el fin de garantizar la salvaguarda de los derechos de las partes 
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en un sistema en el que la víctima no tenía una cara visible ni participación y en el que no 

existía la controversia presencial dentro del proceso de corte inquisitivo el cual, como se ha 

indicado “de condiciones antidemocráticas, dictatoriales y despóticas, que utilizaron el 

sistema penal como herramienta para la perpetuación del poder, matizado esencialmente 

por la circunstancia de ser el ente encargado de investigar las conductas delictivas, el 

mismo que ejercía las funciones de acusación, de juzgamiento, de imposición de la pena y 

su ejecución (…)”,Avella P., (2007). 

 

 

 Finalmente, y en consecuencia del análisis realizado a lo largo de la presente 

investigación, no se considera que la participación del Ministerio Público sea 

imprescindible en el desarrollo del proceso dentro del nuevo sistema penal acusatorio 

colombiano como se ha indicado. 

 

 

 Lo anterior en atención a la evidente problemática que conlleva la introducción de 

una figura como el ministerio público al interior de un sistema procesal de corte acusatorio 

implicando que se tenga en Colombia un sistema con partes definidas, esto es fiscalía y 

defensa, unos intervinientes cuya función es clara, como lo es la víctima y su participación 

al interior del sistema, y un interviniente de amplias facultades, que puede incluso 

interrogar, de forma complementaria a los testigos, sin atender a las reglas propias del 

interrogatorio y contra interrogatorio, y demandar condena o absolución. 

 

 

La implementación del sistema Penal acusatorio ha implicado un cambio en la 

concepción del procedimiento penal y  un especial entendimiento de las instituciones 

propias del sistema, el respeto de derechos y garantías fundamentales ha sido el referente 

interpretativo en el desarrollo procesal, la obligación, de velar por el respeto de estos, que 

se le imprime a los funcionarios judiciales evidencia la innecesaria existencia del ministerio 

público. 
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  Un desequilibrio en algunas etapas procesales, como lo es en el desarrollo del 

debate probatorio dada la posibilidad de preguntar a los testigos, a más de desnaturalizar la 

técnica probatoria propia del sistema procesal, presenta grandes limitantes en el ejercicio 

procesal pues implica que los funcionarios judiciales deban estar limitando la función del 

ministerio público para evitar un desequilibrio no pretendido en este tipo de sistemas. 

 

 

En la actualidad diversos sectores han pregonado y vaticinado el colapso del sistema 

penal acusatorio colombiano sustentando su posición, entre otros argumentos, en que el 

mismo solo es operante en situaciones de flagrancia y aceptación de cargos, implicando que 

en procesos que se pueden denominar ordinarios, esto es que no medie aceptación de 

cargos ni preacuerdos, se esté limitando con la impunidad. 

 

 

A pesar de la finalidad del sistema, cuyo propósito es la celeridad en los 

procedimientos, la implementación de la oralidad, la creación del juez de control de 

garantías, la posibilidad del principio de oportunidad y cumplir con los pactos 

internacionales de crear un sistema procesal con mayores garantías y derechos de los 

intervinientes, y de las voces que señalan su fracaso lo cierto es que la implementación de 

este tipo de sistema, que rompe con la tradición jurídica Colombiana, implica un cambio 

serio en la mentalidad de los operadores jurídicos en todas las esferas, esto es, defensores, 

fiscalía, jueces. 

 

 

De otro lado, el dejar una figura jurídica como el Ministerio Público en el sistema 

penal acusatorio colombiano, muy a pesar de que su finalidad sea el respeto de derechos y 

garantías, y sin negar que el sistema es muy a la colombiana, que no permite adscribirlo a 

uno de los sistemas procesales acusatorios existentes, ésta figura jurídica es muy ambigua y 

problemática impidiendo que el sistema se desarrolle a plenitud pues se crea una carga 
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evidente en el operador judicial, ya que debe estar atento para que esta institución no se 

desborde en su actuar y no genere desequilibrios procesales. 

 

 

La existencia del Ministerio Público en el sistema penal acusatorio colombiano 

obedece a mantener las funciones asignadas anteriormente en otros sistemas procesales de 

la historia jurídica colombiana como lo es, el ser garante de derechos y representante de la 

sociedad en el proceso, situación de por si problemática pues existe la función de control de 

garantías y la obligación de los demás sujetos de cumplir y hacer respetar los derechos 

fundamentales, además de que la dinámica propia del sistema procesal penal acusatorio no 

permite la injerencia de sujetos extraños a la acusación y la defensa. 

 

 

 Pues bien la necesidad de existencia del ministerio público en el sistema penal 

acusatorio, como se indicó, no es clara y por el contrario es problemática y ambigua 

impidiendo el desarrollo del sistema procesal, de acuerdo a sus finalidades. 

 

 

 En Colombia la existencia del Ministerio Público, con las facultades que se han 

señalado, solo ha generado ambigüedad y su rol en el proceso penal implica concebir un 

sistema procesal y una técnica que solo obliga a las partes mas no a éste súper interviniente, 

pues como se señaló en precedencia, la técnica del interrogatorio y contra interrogatorio 

solo obliga a fiscal y defensa siendo ajena esta al Ministerio Público desconociendo la 

dialéctica fundamental del sistema acusatorio. 

 

 

 Si bien la nostalgia del legislador, evidente al mantener una figura jurídica como el 

ministerio público en un sistema de corte acusatorio, se fundamenta en propender por el 

respeto de derechos y garantías a los intervinientes en un proceso penal, la responsabilidad 

para el óptimo funcionamiento del sistema y la efectividad del respeto de derechos y 
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garantías radica en el incremento de funcionarios al servicio del sistema penal acusatorio y 

la capacitación de todos los estamentos que intervienen en la justicia procesal penal, esto 

es, fiscales, jueces y profesionales del derecho. 

 

 

 Aun cuando la presente investigación no radica en determinar la eficiencia y 

efectividad del sistema penal acusatorio en Colombia y la problemática señalada, si 

pretende resaltar que el sistema penal acusatorio concebido para Colombia contiene una 

figura jurídica innecesaria, como lo es el Ministerio Público, y que su presencia, ya sea por 

nostalgia o por otras razones, no contribuye  al desarrollo del sistema. 

 

 

 El sistema procesal penal de corte acusatorio en Colombia lo que requiere es mayor 

personal para su aplicación, una de las formas que el legislador tenia para solventar su 

nostalgia, crear más fiscales, investigadores y jueces para una aplicación optima del sistema 

penal acusatorio. 

 

 

 Limitar el número de intervinientes en la dinámica procesal penal colombiana, en 

este caso del Ministerio Público, generaría mayor eficiencia y efectividad en el 

procedimiento ya que implica que la intervención de los sujetos procesales, acusador y 

acusado, no se vea afectada por terceros y el equilibrio e igualdad que pregona este tipo de 

sistema sería más claro y evidente. 

 

 

 Lo anterior sin desconocer el papel de la víctima y su representante, que se 

desarrolla como interviniente pero con claras limitaciones que impiden que su rol afecte la 

dinámica probatoria. 
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 Los países que han adoptado sistemas procesales de corte acusatorio no contemplan 

ningún interviniente que se asimile al Ministerio Público colombiano centrándose la 

dinámica procesal a resolver la acusación verificando que la técnica procesal no se ve 

comprometida y que el respeto a los derechos y garantías es el cometido de todos los 

intervinientes. 

 

 

 Concebir para Colombia un sistema procesal penal de corte acusatorio puro, esto es, 

sin la intervención del súper interviniente que se ha convertido el Ministerio Público, 

generaría una dinámica más precisa frente al rol de las partes en el procedimiento ya que su 

papel solo se desarrollara frente el ejercicio de su pretensión y se evidenciaría claramente el 

principio de igualdad que pretende el sistema guardando celosamente las ritualidades que 

exige un sistema de orden acusatorio. 

 

 

 Dicha limitación en el ejercicio del sistema procesal colombiano al ministerio 

publico radicaría en su participación en las audiencias, tanto preliminares como de 

conocimiento, sin perjuicio de que la función de velar por el respeto de Derechos y 

garantías la ejerza frente a los actos de investigación que desarrolle la policía judicial que, a 

pesar de que requieran legalización posterior por parte del juez de garantías, su presencia si 

limitaría los excesos cometidos en las indagaciones. 

 

 

 En otras palabras, frente al rol del Ministerio Público al interior del sistema penal 

acusatorio, es necesario limitar su presencia, como garante de derechos fundamentales, solo 

a los actos de investigación y la labor de policía judicial e impedir su intervención activa en 

audiencias preliminares ni mucho menos a las correspondientes a la etapa de juicio pues es 

en estas donde mayor evidencia de excesos se presenta con el Ministerio Público y 

específicamente, en el Debate probatorio, frente a su facultad de preguntar, y el establecer 

una posición frente al sentido del fallo, generándose una clara desigualdad. 
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 En armonía con lo anterior y para sintetizar las conclusiones arribadas, este sería el 

panorama de la intervención del Ministerio Público en materia penal: 

 

 

 Su intervención inicia al momento de la captura, en flagrancia o producto de la 

orden judicial, en donde el Ministerio Público desarrollara su labor de garante 

verificando que dicha captura se haya producido conforme a los lineamientos 

constitucionales y legales, verificando que la limitación de derechos y garantías se 

reduzcan a su mínima expresión. 

 

 

 Frente a los actos de investigación que se realicen por parte de la fiscalía, que no 

requieran orden previa por parte del juez de control de garantías, el Ministerio 

Público desarrollaría su labor verificando que dichos actos no se realicen 

desbordando las facultades de la policía judicial, en otras palabras, su labor se 

circunscribe al acompañamiento y verificación de la labor de los miembros de 

policía judicial. 

 

 

 Si los actos, que son ordenados por el fiscal, requieren legalización posterior por 

parte del juez de control de garantías la función del ministerio público se desarrolla 

mediante la verificación y participación activa en la práctica del acto mismo 

ejerciendo su rol de garante, siendo un ejemplo claro la práctica de la diligencia de 

allanamiento, que es ordenada por el fiscal y requiere legalización posterior por 

parte del Juez de control de garantías, en donde la función de garante de derechos 

fundamentales, que le asiste al Ministerio Público, es más evidente y útil. 

 

 

 Ante los actos de investigación que requieran orden previa por parte del juez de 

control de garantías, en atención a que el funcionario judicial ya ha hecho una 
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ponderación sobre la necesidad del acto y el grado de afectación de derechos y 

garantías la labor del Ministerio Público se circunscribe a la práctica del acto 

mismo, por ejemplo frente a una orden de obtención de fluidos o similares. 

 

 

 Igual función cumpliría el representante del Ministerio Público en lo atinente a la 

orientación y acompañamiento de víctimas al inicio de la actuación en procura de 

no revictimizar y lograr el restablecimiento del derecho. 

 

 

 De ser necesario el representante del Ministerio Público, concurrirá a las audiencias 

preliminares, de acuerdo al criterio del Juez de Control de Garantías, para que de fe 

de la práctica de los actos de investigación, antes señalados. 

 

 

 En el juicio la intervención del Ministerio Público será prohibida, siendo de 

exclusividad de las partes, Fiscalía y Defensa, y la Víctima y su representación, 

como intervinientes.  
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